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Se abre la sesión a las diez horas y cinco minutos de la 
manana. 

El señor PRESIDENTE: Señoras y señores Diputados, 

TltuloII En la sesión anterior llegamos hasta el punto de discu- 
(CO"'.)tir el título 11, capítulos 2: y 3/ ,  en donde los distintos 

Grupos de la oposición mantuvieron sus enmiendas, dán- 

se abre la sesión. 

dose por decaídas todas referentes al Grupo Mixto. 
Corresponde, en consecuencia, ahora el turno al Grupo 
Parlamentario Socialista en réplica a las anteriores inter- 
venciones. Para esa réplica, tiene la palabra doña Celeste 
Juan. 

La señora JUAN MILLET: Los Grupos que defendieron 
enmiendas en la pasada sesión de la Comisión fueron Mi- 
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noría Catalana, el CDS y Coalición Popular. Voy a inten- 
tar contestar siguendo un poco los argumentos que expu- 
sieron entonces. 

En primer lugar, quería referirme al artículo núme- 
ro 12 de este capítulo que estamos debatiendo. 

Se presentaron por dos de los Grupos enmendantes, 
tanto Coalición Popular como el CDS, enmiendas a este 
artículo. La enmienda número 85, de Coalición Popular, 
fue defendida con bastante brillantez por el señor Pont, 
que habló de la incoherencia que desde su punto de vista 
tenía la misma titulación del artículo, que hablaba de 
«objeto imponible)) y no de «hecho imponible)). 

Realmente, resulta un poco difícil en la doctrina tribu- 
taria definir lo que es objeto imponible. Desde luego, es 
una cualificación más doctrinal que usual en las leyes tri- 
butarias. Evidentemente, parece que sería más lógico en 
este artículo hablar de hecho imponible, puesto que esta- 
mos definiendo cuáles son los elementos materiales en la 
prestación de servicios que implican las dos característi- 
cas que hemos definido como básicas para que hablemos 
de tasa, es decir, la no posiblidad de abstención en el con- 
sumo, y la no concurrencia con el sector privado. Lo que 
en este artículo se hace es una enumeración lo más ex- 
haustiva posible de los probables supuestos de hecho que 
darían lugar a la exigencia de una tasa. Con lo cual, pro- 
ponemos al Grupo de Coalición Popular aceptarle parcial- 
mente su enmienda, es decir, no tal como se ha formula- 
do, puesto que también corrige el primer párrafo de este 
artículo, sino simplemente en lo que supone el cambio de 
denominación del artículo. 

El resto de las enmiendas del Grupo de Coalición Po- 
pular van en la línea que ha defendido con respecto a esta 
Ley en fases anteriores, es decir, que pretende reconducir 
también el tema del dominio público en las enmiendas 
números 86 y 87 a la definición de tasa, puesto que ya he- 
mos aprobado en el artículo correspondiente que queda 
al margen de la definición de tasa este concepto, por lo 
que sus enmiendas serían rechazables por esta contra- 
dicción. 

El Grupo del CDS defendió numerosas enmiendas en la 
pasada sesión, y voy a intentar contestarles en la medida 
de lo posible. 

En el artículolo 12, la enmienda número 115 pretende, 
en parte, ser mejora técnica. Nos decía su portavoz en su 
pasada intervención que coincidía con el proyecto de ley 
en lo que era la concepción de no concurrencia con el sec- 
tor privado para poder dar la calificación de tasa y nos 
planteaba que eliminásemos las letras h) y j)  del referi- 
do artículo, puesto que encontraba una contradicción al 
hablar de servicios académicos y servicios médicos, cuan- 
do pensaba que en todo caso éstos serían objeto de pre- 
cios públicos. Nuestro Grupo está trabajando en una me- 
jor concreción de este artículo y seguramente en trámites 
posteriores intentaremos delimitar al máximo todos los 
supuestos que pueden aparecer en él como hechos impo- 
nibles, pero pensamos -y ya salió el tema en el debate 
de totalidad- que, cuando está hablando de servicios 
académicos, a lo mejor viene un poco marcada esta rela- 
ción por lo que son las tasas actualmente, no se lo discu- 

to, porque cuando hablamos, por ejemplo, de tasas aca- 
démicas, lo que es propiamente pagar o asimilar el coste 
de lo que es un servicio educativo tiene poco que ver ina- 
yoritariamente; la mayoría de tasas que se encuadran 
como académicas son más propias de servicios adminis- 
trativos de las universidades o de los institutos de forma- 
ción profesional, etcétera. Entonces, parece que va reco- 
giendo un poco lo que sería administrativamente expedi- 
ción de certificaciones, de títulos, duplicados, etcétera, 
más que la prestación del servicio de la enseñanza, que 
sería otra cosa. 

En cuanto a las tasas sanitarias, ocurre una cosa simi- 
lar puesto que no hay que olvidar que existe lo que se ha 
llamado tasas por la sanidad provincial, en la cual están 
las actividades de tutela y vigilancia de la sanidad públi- 
ca más que la prestación de la asistencia sanitaria como 
un servicio hospitalario, que es a lo mejor en lo que esta- 
mos pensando, y no es eso. No voy aquí a explicar la ca- 
suística que se da en las actuales tasas sanitarias sobre le- 
vantamiento de cadáveres y cosas similares, que son las 
que normalmente vienen bajo esta concepción, puesto que 
la otra concepción de tasa por un servicio hospitalario no 
tiene vigencia prácticamente en nuestra legislación ac- 
tual. 

Después nos planteaba, en su enmienda 116, que sería 
necesario obligar a la publicación en los medios de difu- 
sión local. Yo creo que esto parte de una ligera confusión, 
puesto que el ámbito de aplicación de esta ley es la Ad- 
ministración del Estado Central, son tasas que se prestan 
o se pueden prestar por los servicios centrales del Estado 
y esto no tiene nada que ver con la concepción de tasa lo- 
cal. Yo creo que en esto no ha lugar: si para publicar una 
ley nos basta con un decreto en el «Boletín Oficial del Es- 
tado)), no veo por qué la tasa tiene que ser diferente. 

Respecto al artículo 16, parece que ha habido alguna 
confusión por parte de los Grupos enmendantes en cuan- 
to a su verdadera entidad. En concreto yo quería propo- 
ner aquí una enmienda «in vote)) en el sentido de supri- 
mir el apartado b) del punto 1 del artículo 16, puesto que 
lo enmendó también el CDS y parece que se está inter- 
pretando de una manera diferente al sentido que tiene. 
De todas maneras, el objeto de suprimirlo parece un 
acarreo de la historia del proyecto de Ley de tasas y pre- 
cios públicos. Parece que con el supuesto a) ya hay bas- 
tante para responder solidariamente; es como un sustitu- 
to del contribuyente obligado a la tasa, y de ahí que di- 
gamos las sociedades que cubren los riesgos de los que re- 
ciben los beneficios de las tasas. 

El punto b) parece que sería una continuación del pun- 
to a), más amplia, y parece un poco superfluo; con el pun- 
to a) nos parece suficiente. En el punto 2, que también lo 
enmendaban tanto Coalición Popular como el CDS, pen- 
samos que la insistencia en que sean los propietarios res- 
ponsables única y exclusivamente cuando les beneficie di- 
rectamente parece un absurdo, porque en ese caso ya se- 
rían sujetos pasivos del impuesto porque ésta es la pro- 
pia definición de tasa. Yo creo que no ha lugar, esto está 
en la misma línea en la Ley de Haciendas Locales y de- 



- 13375 - 
COMISIONES 20 DE DICIEMBRE DE 1988.-NÚM. 389 

fendemos que se mantenga. Ya le he pasado a la Mesa 
cómo quedaría la redacción de este artículo 16. 

Querría proponer otra enmienda «in voce», porque 
pienso que mejora, aunque ya implícitamente estaba in- 
cluido, la redacción del artículo 21, que en su apartado 3 
hace referencia a la gestión de las tasas; nos habla de que 
«en la gestión de las tasas se aplicarán en todo caso los 
principios y procedimientos de la Ley General Tributa- 
ria». Dada la confusión -y más adelante ya lo debatire- 
mos, cuando lleguemos al tema de precios públicos- que 
está existiendo entre lo que es aplicable o se entiende por 
un precio público y lo que es una tasa o un tributo en 
cuanto a su gestión, parece necesario especificar un poco 
más. La propuesta sería la redacción siguiente: «en la ges- 
tión de las tasas se aplicarán en todo caso los principios 
y procedimientos de la Ley General Tributaria, y en par- 
ticular las normas reguladoras de las liquidaciones tribu- 
tarias: la recaudación, la inspección de los tributos y la 
revisión de actos en vía administrativa». 

Esto tendría una misión, a los efectos públicos, de acla- 
ración de que una tasa es recurrible, puesto que se trata 
de un tributo, y el no pago a la no satisfacción de las ta- 
sas implica inmediatamente la aplicación de la Ley Ge- 
neral Tributaria en lo que supone infracciones, sanciones 
y régimen recaudatorio, cosa que ya no es lo mismo refe- 
rida a los precios públicos. 

El Grupo de Coalición Popular mantuvo una enmienda 
al artículo 22, la número 91. Es tradicional que el Grupo 
de Coalición Popular enmiende siempre que en una ley 
aparece el tema de la autoliquidación, pero en concreto 
referido a las tasas pensamos que no es, en absoluto, como 
puede desprenderse de la redacción del artículo, obliga- 
torio que las tasas se gestionen en régimen de autoliqui- 
dación, sino que es posible, según la naturaleza de la pro- 
pia tasa, que tal circunstancia pueda ser facilitada, con 
lo cual propondríamos que la redacción quedara añadien- 
do al final un inciso que dijera que «se realizará el ingre- 
so de su importe en el Tesoro cuando y en la forma que 
se establezca reglamentariamente)). De todas maneras, 
aclaro que la autoliquidación será sólo obligatoria cuan- 
do la norma reglamentaria así lo determine expresa- 
mente. 

El CDS nos planteaba, en la última enmienda que de- 
fendió, la 120, introducir el tema del arbitraje para esta 
Ley. No deja de ser novedosa esta propuesta y yo creo que 
de difícil realización. Nuestra postura es que, dado que 
para los reales decretos-leyes es preceptivo el informe del 
Consejo de Estado, éste es un órgano que nos parece que 
ya da suficientes garantías de cumplimiento de legalidad. 

En ese sentido querría contestar también al Grupo de 
Minoría Catalana, cuyas dos enmiendas, las 70 y 71, iban 
referidas a los artículos 18 y 19 y tendentes a suprimir las 
referencias a los reales decretos. Pensamos que, en con- 
creto, en el artículo 18 los elementos cuantitativos son 
unos de los que más posibilidades permitirían a un des- 
plazamiento reglamentario de su cuantificación, puesto 
que, cuando hablamos de una tasa, no es una única tasa 
con un único hecho imponible concreto y que se pueda fi- 
jar la cuantía directamente, sino que llevan ímplicitas 

cantidades de tarifas. Yo a SS. SS. les recomendaría que 
mirasen las tasas de las Comunidades Autónomas y las 
hojas y hojas que llevan cada una de esas tarifas: eviden- 
temente, poco tiene que ver una tasa con un impuesto. Pa- 
rece que esto contradice las enmiendas en este sentido, 
porque la mayoría de las veces se tratará de una cuantía 
fija por cada una de las tarifas, y estoy pensando en tasas 
de laboratorio, de verificaciones, etcétera, que tienen que 
tener en cuenta volúmenes, porcentajes, números de prue- 
bas. Evidentemente, a nivel legal parece un exceso llegar 
a esta delimitación y es un campo propio para el real 
decreto. 

En cuanto a la supresión o no de la memoria económi- 
co-financiera, me parece a mí que es fundamental. Este 
es uno de los artículos que puede dar una mayor garantía 
de cumplimiento de legalidad, puesto que en su segundo 
párrafo llega incluso a plantear la nulidad de la norma si 
no se presenta la memoria justificativa o la llamada me- 
moria económico-financiera, lo cual yo creo que es un fac- 
tor que elimina discrecionalidades y va en favor de la se- 
guridad de los contribuyentes. 

El señor PRESIDENTE: Si no he entendido mal, usted 
ha presentado dos enmiendas «in voce»: al artículo 16.1, 
b), y al artículo 21.3. Sin embargo, ha afirmado que la 
Mesa las tenía y la mesa carece de ellas. 

La señora JUAN MILLET: Me refería al Letrado de la 
Mesa. 

El señor PRESIDENTE: Es otro órgano distinto. 
Entonces la situación es que el Grupo Parlamentario 

Socialista presenta dos enmiendas «in voce» y dos tran- 
saccionales, una con la número 85 de Coalición Popular y 
otra con la 91 del mismo Grupo. 

Tiene la palabra para réplica, en primer lugar, la seño- 
ra Yabar. 

La señora YABAR STERLING: Voy a ser muy breve en 
la réplica, porque me parece que la explicación de la se- 
ñora Juan en relación con las enmiendas del CDS al ar- 
tículo 12, que eran tres, en el fondo me ha dado la razón, 
lo que pasa es que en la forma no se ha atrevido a elimi- 
nar lo que aquí es verdaderamente confuso y, por tanto, 
no debería estar, que son los epígrafes h) y j) -los servi- 
cios académicos y complementarios, epígrafe h) del ar- 
tículo 12, y los servicios sanitarios, epígrafe j) del artícu- 
lo 12-, porque, efectivamente, no hay quien entienda, 
ninguna persona que esté acostumbrada a leer literatura 
económica -que no sé si se la podría calificar de litera- 
tura- podría entender como servicios académicos y com- 
plementarios algún tipo de certificado que las institucio- 
nes académicas aporten al particular, y tampoco se en- 
tienden como servicios sanitarios esas certificaciones que 
las instituciones sanitarias aporten al particular, o como 
servicios académicos y complementarios los certificados, 
por ejemplo, de expedientes académicos que una univer- 
sidad o un colegio público proporcionen. No hay manera 
de enteder a través de la semántica, ni con una interpre- 
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tación lo más favorable posible, el contenido que la seño- 
ra Juan pretende dar a estos términos. 

Efectivamente, servicios académicos complementarios 
y servicios sanitarios no indican más que lo que verdade- 
ramente es la complejidad y el completo servicio acadé- 
mico que se presta a un particular cuando lo solicita, lo 
mismo ocurre con el servicio sanitario. De manera que yo 
lo que lamento es que no se haya encontrado hasta ahora 
una terminología más adecuada para referirse a lo que 
uno se quiere referir y que se siga manteniendo hasta el 
momento la clarísima terminología de servicios académi- 
cos y complementarios y servicios sanitarios, que no es lo 
que se quiere decir en este artículo. Eso es lo que lamen- 
to. Si efectivamente nosotros hubiéramos podido enten- 
der que se trataba de la expedición de certificados o de 
algo así, pues tampoco harían falta esos epígrafes, señora 
Juan, porque para eso existe, por ejempo, el epígrafe b) 
en este mismo artículo 12, donde uno de los hechos im- 
ponibles es la expedición de certificados o documentos. 
Fíjese usted que genérico: aquí caben los sanitarios, los 
académicos, los complementarios y todos los que usted se 
pueda imaginar y, por tanto, no se podía deducir ni hoy 
se puede, con toda la buena voluntad se lo digo, señora 
Juan, entender que cuando se habla de servicios acadé- 
micos complementarios, o de servicios sanitarios, se está 
uno refiriendo a los certificados o documentos que a ins- 
tancia de parte en instituciones académicas o sanitarias 
se pidan por un particular. Así que yo le ruego que aclare 
esto lo más pronto posible, porque ciertamente no hay 
manera de sostener esta redacción en este artículo. 

De modo que nosotros, en este caso, vamos a mantener 
las enmiendas aunque sólo sea a título puramente testi- 
monial, porque ciertamente la explicación, que sería per- 
fectamente compatible con el espíritu del proyecto de ley, 
y desde luego con nosotros, que nos ha dado la señora 
Juan, no se puede deducir, ni con toda la buena voluntad 
del mundo, del contenido semántico de estos términos. 
Por lo tanto, voy a mantener esas enmiendas para dejar 
constancia de que no es aceptable esa interpretación, y 
desde luego, a sostener la antorcha de que hay que va- 
riarla a la mayor velocidad posible. Hubiera sido muy de- 
seable que lo hubiera hecho en este momento y en este trá- 
mite el grupo mayoritario. 

En cambio, voy a retirar nuestra enmienda al artícu- 
lo 14, que es la número 116, porque cuando nosotros so- 
licitábamos que, además de en el ((Boletín Oficial del Es- 
tado)), se publicara la tasa en los medios de difusión en 
el ámbito local, ciertamente aquí hay una confusión que 
ha detectado perfectamente la señora Juan, porque noso- 
tros estamos pensando que ésta es una ley general de ta- 
sas y que lo mismo se van a someter a ellas las institu- 
ciones de la Administración central como las institucio- 
nes de la Administración local, pero si no es así, como ella 
sostiene, yo no tengo ningún inconveniente, al revés, es- 
toy encantada, en retirar ahora la enmienda 116 del Gru- 
po del CDS. 

Por otro lado, estoy dispuesta a aprobar, en nombre de 
mi Grupo la enmienda «in vote)) de retirada del punto 1, 
b), del artículo 16. Me parece que lo mejor que se puede 
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hacer es retirarlo y, por tanto, estoy de acuerdo con ello. 
Sin embargo, no me parece en absoluto redundante la en- 
mienda que el Grupo del CDS ha presentado al artícu- 
lo 16.2, cuando lo que pide es que se redacte de otro modo 
ese párrafo 16.2, de manera que sean responsables subsi- 
diarios del pago de la tasa los propietarios de los inmue- 
bles sólo cuando éstos sean beneficiados por ese servicio 
o esa actividad por la que no están directamente obliga- 
dos al pago, de la que no son sujetos pasivos, puesto que 
los sujetos pasivos son los usuarios, cualquiera que sea el 
título por el que usen el inmueble, y que sin embargo be- 
neficia a los propietarios. Piense usted en una tasa por 
desratización de edificios. Fíjese usted qué ejemplo más 
desagradable le pongo. Pues efectivamente, el primer be- 
neficiado de la desratización es el usuario del inmueble, 
pero también es beneficiado el propietario, de manera que 
si le desratizan el edificio y el usuario o el arrendatario 
no paga la tasa, debería pagarla y debería ser responsa- 
ble subsidiario el propietario, porque efectivamente reci- 
be un beneficio, que es el saneamiento de su propiedad 
como consecuencia de esta actividad o servicio que pres- 
ta la Administración. Incluso nosotros proponíamos que 
también ocurriera lo mismo cuando el pago de esa tasa 
fuera de recepción obligatoria, es decir, porque el interés 
público lo justifica de tal modo que es necesario que el 
propietario pague de manera subsidiaria la tasa, puesto 
que es tan importante el servicio público que se presta 
por parte de la Administración, que o se paga la tasa por 
el usuario o por el propietario, pero, en todo caso, alguien 
ha de pagarla. 

No es lo mismo, señora Juan, y en eso discrepo de us- 
ted y,  por tanto, sostengo la enmienda 118, que habíamos 
formulado al artículo 16.2, porque no queda nada claro 
redactado de esta manera quién es realmente el respon- 
sable subsidiario y por qué lo es, puesto que tampoco es 
posible considerar que el responsable subsidario del pago 
de cualquier tasa sea un propietario por el hecho de ser 
propietario. Solamente habría que reducir esa responsa- 
bilidad al caso en el que el propietario reciba o un bene- 
ficio directo o bien que la tasa sea de recepción obligato- 
ria, pero no en los demás casos. De manera que lamento 
enormemente que no se acepte la enmienda 18. 

Respecto a la enmienda 119, no me ha contestado nada 
la señora Juan. Lo que mi Grupo pretendía con esta en- 
mienda era potenciar la capacidad recaudatoria de las ta- 
sas, no eximiendo al Estado ni a las otras corporaciones 
D instituciones de Derecho público, porque no compren- 
do cuál es la razón por la cual se va a beneficiar algún 
tipo de sujetos pasivos hipotéticos de la tasa y no se va a 
beneficiar a otros. Si queremos potenciar su capacidad re- 
Caudatoria, no eximamos a nadie. Es tan beneficiario el 
Estado como alguna institución de carácter benéfico-do- 
:ente de algunas tasas y, por tanto, no deben ser benefi- 
:iados por ellas de esta manera. Además, podría ser be- 
neficiario si el que corriera con el perjuicio fuera el per- 
Zeptor de la tasa, pero es que no va a suceder así, señora 
Juan. El verdadero perjudicado de la excepción es el con- 
junto de todos los demás obligados, que son los particu- 
lares, que van a tener que prorratear el costo total entre 
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un menor número de sujetos pasivos, cuando algunos de 
esos sujetos pasivos desaparecen porque no son conside- 
rados como tales sujetos pasivos. Sobre ello no me ha con- 
testado nada y le ruego que lo vuelva a considerar, por si 
acaso fuera posible admitir la enmienda 119, de nuestro 
Grupo. 

Por otra parte, respecto de la argumentación que me 
ofrece de la enmienda 120, al artículo 19, reconozco que 
es difícil introducir el arbitraje en materia de Derecho pú- 
blico y mucho más en Derecho económico del sector pú- 
blico, pero me hubiera gustado un debate más amplio so- 
bre las posiblidades de aumentar las garantías individua- 
les en la correción de las valoraciones que la Administra- 
ción realiza, pero no he tenido esa suerte. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, senora Yabar. 
Por el Grupo de Coalición Popular, tiene la palabra el 

señor Pont. 

El señor PONT MESTRES: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. He oído con especial atención y, por supuesto, 
siempre con el respeto que merece, a la portavoz del Gru- 
po mayoritario en contestación a las enmiendas presen- 
tadas por el Grupo de Coalición Popular. 

En lo que concierne a la enmienda número 85, que es 
la que afecta al artículo 12, parece ser que se propone una 
enmienda transaccional, cuya transacción exactamente 
no sé en qué consiste, porque parece que de lo que se tra- 
ta es de sustituir en el artículo 12, si no he entendido mal 
-y me gustaría haber entendido mal-, ((objeto imponi- 
ble» por «hecho imponible)). Y ahí queda todo. 

Si el otro día hice referencia a sorpresa, ahora eso en- 
tra en el terreno del pasmo o de la perplejidad porque, se- 
gún parece, se puede cambiar el nombre de las cosas sin 
cambiar el contenido, sin que pase nada. Es decir, que ob- 
jeto imponible es lo mismo que hecho imponible, puesto 
que el contenido del artículo permanece igual. Yo sigo di- 
ciendo lo que he manifestado en otras ocasiones: no es 
que el legislador tenga que ahormarse a lo que la doctri- 
na tiene establecido, pero lo que no puede tampoco es ser 
anárquico, decir lo que le parezca, porque los conceptos 
jurídicos existen para algo. 

Entonces, si se acepta la modificación del enunciado, 
y, en lugar de «objeto imponibles, que es una pequeñísi- 
ma parte de derecho imponible, se sustituye por ((hecho 
imponible)), lo lógico y lo correcto es sustituir el conteni- 
do en los términos con que se presentó en la enmienda, 
que no tiene ningun acento político, que lo que pretende 
es clarificar el concepto, saber a qué tiene que atenerse el 
ciudadano a la hora de aplicar la norma y de cumplirla. 
Si resulta que el contenido del hecho imponible del tri- 
buto-tasa va a ser el siguiente: ((podrán establecerse ta- 
sas para la prestación de servicios o realización de acti- 
vidades)), esto no es mínimamente serio, esto no es el he- 
cho imponible. El hecho imponible no es una autoriza- 
ción o una facultad, el hecho imponible es otra cosa. Y 
aquí, bajo la rúbrica de hecho imponible, lo que se hace 
es facultar para que, por normas, digámoslo así, regla- 

mentarias, el Poder ejecutivo pueda establecer tasas, con- 
figurando entonces los hechos imponibles respectivos. 

En este artículo 12, de verdad, señoría, el cambiar el ob- 
jeto imponible por el hecho imponible, sin más, no mejo- 
ra nada; quizás aún lo complica más del todo, porque re- 
sulta que el hecho imponible es lo siguiente: «Hecho im- 
ponible de las tasas, Podrán establecerse tasas para la 
prestación de servicios.)) Pero esta es una facultad legis- 
lativa otorgada a otros órganos de poder inferiores al 
Ejecutivo. 

De manera que continúo reconmendándoles que re- 
flexionen sobre este tema y que esa reflexión es mi deseo 
que culmine o que culminare efectivamente con alguna 
coherencia entre el enunciado ((hecho imponible)) y el 
contenido de lo que es este hecho imponible. Y, además, 
me parece que es muy fácil el mejorarlo. Simplemente, 
aceptando lo que dice la enmienda: ((Constituirá el ele- 
mento material del hecho imponible de las tasas, que se 
establecerán mediante ley, la prestación de serivicios o 
realización de actividades en régimen de Derecho Públi- 
co consistentes en...)) Eso tiene mínimos de coherencia. 
No es que literalmente deba ser tampoco así, señoría, pue- 
de ser otro redactado similar, pero coherente, digámoslo 
así, aseado, que se corresponda con lo que debe ser. 

Esto por lo que hace referencia a la enmienda al artícu- 
lo 12. Por tanto, esta enmienda de transacción, si me la 
mejora, me la adecua, conforme acabo de exponer, en la 
réplica que su señoría va a efectuar, qué más quisiera que 
transaccionar, valga la expresión. Pero, si no es así, no es 
enmienda de transacción ni es nada, es simplemente cam- 
biar ((objeto)) por «hecho» y éste no es el tema. 

En lo que hace referencia a la enmienda ... Señor Presi- 
dente, si me permite, no recuerdo la transacción. 

El señor PRESIDENTE: Era transaccional con su en- 
mienda 91, al artículo 22. 

El señor PONT MESTRES: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente. Esa enmienda al artículo 22, esa transaccional, si 
tenemos en cuenta que lo que mi Grupo propone es, ni 
más ni menos, que las autoliquidaciones se establezcan 
por ley, cualquier transacción que me lleve, bien por un 
atajo o bien por un sendero más o menos curvilíneo, al 
mismo resultado de la autorización reglamentaria, no me 
sirve. 

Su señoría ha dicho que este Grupo siempre se opone 
a las autoliquidaciones. Esto podría parecer una especie 
de obsesión o manía persecutoria contra las autoliquida- 
ciones. La verdad es que no hay nada de esto, y, aprove- 
chando la referencia que ha hecho S .  S . ,  voy a dedicar 
unos breves minutos a explicarlo. 

Como S .  S .  sabe, las autoliquidaciones están previstas 
en el artículo 10 de la Ley General Tributaria cuando se 
señala que, por ley, podrá autorizarse a efectuar, no au- 
toliquidaciones, porque ésta es una denominación abso- 
lutamente inadecuada al contenido, sino que lo que dice 
la norma son operaciones liquidatorias. Porque las auto- 
liquidaciones significan que el sujeto pasivo hace la liqui- 
dación y, como S .  S. sabe, el sujeto pasivo no puede pro- 



- 13378 - 
COMISIONES 20 DE DICIEMBRE DE 1988.-NÚM. 389 

- 

ducir liquidaciones porque las liquidaciones son un acto 
administrativo que sólo emana como pronunciamiento 
solemne de la Administración. Lo que ocurre es que la 
mal llamada autoliquidación incorpora una serie de de- 
beres sin contraprestación al sujeto pasivo. El sujeto pa- 
sivo ya no está obligado solamente a declarar hechos, a 
describir situaciones fácticas de la vida real, a poner en 
conocimiento de la Administración tributaria, mediante 
la correspondiente declaración, situaciones en las que ha 
incidido, susceptibles de ser configuradas conlo hechos 
imponibles, que hacen nacer la obligación de contribuir, 
sino que, además, a través de la autoliquidación, al suje- 
to pasivo se le obliga a aplicar normas jurídicas y, por lo 
tanto, para que el sujeto pasivo aplique normas jurídicas, 
previamente ha de conocerlas, porque si no, puede in- 
currir en error, en equivocación que, además, cuesta pe- 
cunia en el marco tributario, porque se califica como in- 
fracción, y estas infracciones tienen sanciones mínimas 
del 50 por ciento. 

¿Qué quiere decir esto? Que hay que ir con mucho tien- 
to, con mucho cuidado, a incorporar nuevo deberes tribu- 
tarios al sujeto pasivo que le supongan ampliación de las 
exigencias legales en el sentido de tener que interpretar 
normas jurídicas, aplicarlas y, si se equivoca, incurre en 
infracción. 

Por tanto, mi Grupo Parlamentario no está tanto en 
contra de las autoliquidaciones cuanto en contra, de una 
forma clara, de la inseguridad jurídica que supone para 
el contribuyente tener que realizar autoliquidaciones tri- 
butariis sin conocimiento de las normas jurídicas y con 
serias dificultades para llegar a este conocimiento, habi- 
da cuenta de la complejidad de las mismas, de las con- 
tradicciones y de la falta de claridad que se aprecia en 
ellas. Esta es una nueva razón por la que mi Grupo está 
en contra de las autoliquidaciones y así lo manifiesta; no 
en contra absolutamente, sino en contra de que se esta- 
blezcan autoliquidaciones -mal llamadas así- a cambio 
de nada más, sin preocuparse de hacer unas leyes claras, 
precisas y concretas, sin preocuparse la Administración 
tributaria de dar normas aclaratorias, de esclarecer todo 
cuanto hace referencia al ordenamiento tributario, sino 
que se le dice al sujeto pasivo: A partir de ahora usted de- 
berá efectuar operaciones de autoliquidación, y si no sabe, 
espabílese; nosotros nos lavamos las manos y,  jcuidado!, 
por que incurrirá automáticamente en infracción con san- 
ción del 50 por ciento de la cuota. 

¿Cómo no va a estar mi Grupo en contra de este tema 
que es bastante similar, en términos jurídicos, a una es- 
pecie de atropello? ¿Cómo no va a estar en coitra? 

Nada más, señor Presidente, atendiendo su sugerencia. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora 
Juan. 

La señora JUAN MILLET: Voy a contestar, señor Pre- 
sidente, por el orden en que han intervenido los por- 
tavoces. 

En primer lugar, quiero agradecer el esfuerzo del Gru- 

po Parlamentario del CDS al haberse convencido de mis 
argumentaciones y retirar un par de enmiendas. 

Respecto a lo que mantenemos todavía como discre- 
pancia, nos dice que no somos capaces de encontrar una 
terminología adecuada que se adapte a los supuestos del 
artículo 12, objeto de su enmienda. Su propuesta tampo- 
co me parece razonable, puesto que consiste cn la supre- 
sión, pura y simple, de esta terminología, no del todo, des- 
de su punto de vista, acertada. 

Nos dice que el punto b) no sería suficiente para reco- 
ger estos casos. Yo creo que tan suficiente es, que a lo me- 
jor sobrarían todos los demás, porque a fin de cuentas, 
cuando la Administración obliga -como ocurre en el caso 
de las tasas- a realizar una actuación, siempre se tradu- 
ce en algún tipo de documento. Por tanto, no nos parece 
que esto sea razonable. 

Ha hecho refcrencia al artículo 16.2, en el que dice que 
quiere mantener su enmienda porque insiste en que no 
ha lugar al planteamiento. Yo creo, señoría, que este es 
un caso que en casi todas las normas tributarias se con- 
figura la responsabilidad solidaria o subsidiaria, según el 
caso, incluso del sustituto del contribuyente. Es decir, no 
siempre quien la ley configura como sujeto pasivo tiene 
la responsabilidad última del pago del mismo. En este 
caso sí que es responsabilidad de aquel a quien beneficia 
directamente la tasa; sólo se configura como una respon- 
sabilidad subsidiaria en el caso de que el obligado al pago 
no satisfaga la tasa. En el caso de un inmueble, siempre 
el propietario resultará beneficiado por cualquier activi- 
dad que mejore la propiedad de alguna manera. Por ello, 
parece un supuesto razonable de configuración de respon- 
sabilidad subsidiaria. 

En el caso de las Haciendas Locales, donde sí hay mu- 
ihas más tasas -parece que usted piensa en ellas-, in- 
zluso llega a configurarse esto de otra manera, si S.  S. re- 
iuerda bien, como es hasta la de un sustituto del contri- 
buyente. Yo creo que esto se ha pensado para realizar una 
aplicación moderada de esta norma o a realizarla en muy 
pocos casos. 

Efectivamente, olvidé contestar a su enmienda número 
1 19 -fue un (c lapsus»-, en la que nos pide que renuncie- 
mos a una posible exención a favor del Estado. Nos acu- 
jaba en el anterior turno de debate de que las tasas po- 
dían tener una finalidad recaudatoria excesiva. Yo creo 
que su enmienda va en esta línea, para asegurar un máxi- 
mo de recaudación. Recuerdo a S.  S. ,  que el principio de 
quivalencia no hay que aplicarlo al cien por ciento; en ab- 
;oluto. Lo tenemos atenuado con el principio de capaci- 
iad contributiva. En una previsión, nos dice que el coste 
siempre se tiene que repartir entre todos los que estén lla- 
nados a pagarla. Creo que no tiene por qué, modo algu- 
10, darse esa circunstancia que S. S. defiende. Puede muy 
i e n  configurarse como deficitaria la tasa y no repartirse 
:n absoluto. 

En cuanto al Grupo Parlamentario de Coalición Popu- 
ar, lamentándolo mucho, parece, por la intervención de 
;u ponente, que vamos a tener difícil llegar a un consen- 
;o en cuanto a sus enmiendas. En la propuesta de tran- 
;acciones que yo le hacía veo que no estamos ante la mis- 
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ma concepción en este momento y en este proyecto de ley 
sobre los artículos objeto de enmienda por parte de su 
Grupo, Yo he intentado una aproximación en lo poco que 
podíamos tener de común en estas dos enmiendas. 

Nos dice S .  S. que no acepta el cambio de denomina- 
ción del artículo si no se cambia la introducción a dicho 
artículo. Yo creo que su enmienda tampoco hace mucho 
más que definir lo que es un hecho imponible. La defini- 
ción puede venir por esa redundancia que usted propone 
o por la misma enumeración de hechos imponibles que el 
artículo conlleva. Nosotros mantenemos que sea ésta la 
relación de hechos imponibles posibles y proponemos 
transar el objeto del título de este artículo. 

En la enmienda número 91 me ha reconocido el señor 
Pont que hay una evidente discrepancia entre su Grupo y 
el mío. Yo creo que aquí ha hecho una apología en contra 
de la autoliquidación, que creo que tampoco es objeto de 
este debate. Sabe S. S. que nosotros mantenemos que un 
sistema fiscal moderno, generalizado y que cada vez as- 
pira a llegar a más número de contribuyentes, porque esto 
garantiza la igualdad ante la ley y la justicia tributaria, 
no tiene más remedio que estar basado en normas de au- 
toliquidación. La Ley General Tributaria está prevista 
para un momento en que estas normas no tenían carác- 
ter general, pero la Ley General Tributaria se va a modi- 
ficar y, evidentemente, supongo que cuando haya esta mo- 
dificación discreparemos en la concepción de las au- 
toliquidaciones. 

Yo creo que no ha lugar en este caso nosotros, en que 
estamos hablando de tasas, puesto que la aplicación - é s a  
es la voluntad y por eso queríamos transar- será muy li- 
mitada, ya que en la mayoría de los casos siempre será 
la Administración la que presente la liquidación al obli- 
gar al pago. Puede -no queremos cerrar la puerta, y esto 
es lo único que planteaba la enmienda- darse el caso de 
algún hecho imponible concreto y específico que posibi- 
lite la aplicación de la autoliquidación. Como no quería- 
mos que se interpretara como norma general, puesto que 
no es el caso, en las tasas de impuestos generales, de am- 
plio espectro contributivo, por esa razón de que no que- 
ríamos que se interpretara como obligación general, pro- 
poníamos la transacción de tal manera que se entendiera 
que sólo era una posibilidad en las circunstancias especí- 
ficas que se consideraran por la propia naturaleza de la 
tasa objeto de regulación. Yo pediría al ponente de Coa- 
lición Popular que, si ello es posible, hiciera un esfuerzo 
por aproximarse a la transacción que le hemos ofrecido. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Terminado el debate de este 
Título 11 en sus capítulos 2.0 y 3.", vamos a pasar a las vo- 
taciones de las distintas enmiendas y artículos que com- 
ponen esta parte del proyecto de ley. 

En cuanto a las enmiendas del CDS, si no he entendido 
mal, la 116 se retira y la 117 se mantiene, que es la que 
hace referencia al artículo 16.1 .b). 

La señora YABAR STERLING: Ha entendido bien el 
señor Presidente, es exactamente así. 

El señor PRESIDENTE: Por parte del Grupo Popular 
no se accede a la transacción con sus enmiendas 85 y 91, 

El señor PONT MESTRES: A pesar del esfuerzo reali- 
zado, siguiendo el consejo de la portavoz socialista, que 
ha llegado casi hasta la hernia, no es posible aceptarla. 

El señor PRESIDENTE: Pues no se hernien ustedes, 
porque todavía es muy pronto por fa mañana para estos 
ejercicios. 

Pasamos a la votación de las enmiendas del CDS nú- 
meros 115, 117, 118, 119, 120y 121. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cinco; en contra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas números 70 y 71 de Minoría 

Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cinco: en contra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos las enmiendas de Coalición Popular, números 

85 a 91. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cinco; en contra, 14. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos a continuación las dos enmiendas presentadas 

en este momento «in voce» por el Grupo Socialista. La 
primera es al artículo 16.1. Para aclarar la situación a los 
ponentes del Grupo Popular recordaré que el Grupo So- 
cialista ha presentado una enmienda «in vote» en este 
momento al artículo 16.1, que dice: «Sin perjuicio de lo 
previsto en la Ley General Tributaria en materia de res- 
ponsabilidades y garantías de la deuda tributaria, respon- 
derán solidariamente de las tasas las entidades o sacie- 
dades aseguradoras de riesgos que motivan actuaciones o 
servicios administrativos que constituyan el hecho impo- 
nible de una tasa.» 

Así, pues, sometemos a votación esta enmienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 15; en contra, cuatro. 

El señor PRESIDENTE: Queda aceptada. 
La segunda enmienda uin voce» presentada por el Gru- 

po Parlamentario Socialista en este acto de Comisión es 
el artículo 21.3 y tiene la siguiente redacción: «En la ges- 
tión de las tasas se aplicarán en todo caso los principios 
y procedimientos de la Ley General Tributaria y, en par- 
ticular, las normas reguladoras de las liquidaciones tri- 
butarias: la recaudación, la inspección de los tributos y 
la revisión de actas en vía administrativa.)) 

Votamos dicha enmienda. 
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Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 18; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aceptada. 
Votadas las enmiendas de los distintos Grupos y las en- 

miendas «in voce» presentadas en este acto, pasamos a 
votar los artículos correspondientes a los capítulos 2: y 
3: de este Título 11, que abarca desde el artículo 12 al 22, 
de acuerdo con el informe de la Ponencia y las enmien- 
das admitidas en este acto. ¿Se pueden votar conjunta- 
mente estos artículos o algún Grupo pide votación sepa- 
rada? (Pausa.) Se votan conjuntamente. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 14; en contra, cuatro; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados. 
Pasamos al debate del Título 111 del proyecto de ley, 

que hace referencia a los precios públicos. 
Las enmiendas de la Democracia Cristiana, del Grupo 

Mixto, números 62,63 y 64 y las del Partido Liberal, tam- 
bién del Grupo Mixto, 20,21,22 y 23, se dan por decaídas. 

Para la defensa de las enmiendas 122,123 y 124 del Gru- 
po del CDS tiene la palabra la señora Yabar. 

TIIUIOIII 

La señora YABAR STERLING: Intervengo con toda 
brevedad, porque son tres enmiendas de carácter técnico 
y de detalle que simplemente tratan de mejorar la redac- 
ción de proyecto de ley y de simplificarlo en cuanto a su 
contenido. Para evitar redundancias, repeticiones innece- 
sarias e, incluso, aclararlo algo más, hemos presentado es- 
tas tres enmiendas, dos de ellas, la 122 y la 123, al artícu- 
1023, que voy a defender en primer lugar, y la 124, al 
artículo 26.2. 

La enmienda 122 trata de suprimir el artículo 23.1 re- 
dactándolo de manera más simple y más clara de lo que 
lo hace el proyecto de ley, puesto que ya hemos podido 
leer con toda exactitud y, por lo tanto, apreciar todo aque- 
llo que define a la tasa en los artículos anteriores. Nos pa- 
rece que en este artículo 23.1 el apartado c) podría que- 
dar redactado mejor diciendo simplemente que «Tendrán 
la consideración de precios públicos las contraprestacio- 
nes pecuniarias que se satisfagan por: c) la prestación de 
servicios o realización de actividades efectuadas en régi- 
men de Derecho público cuando no concurra alguna de 
las circunstancias definidoras de la tasa», y se añade: 
((contenidas en el artículo 5: de esta misma ley», que es 
el artículo que define la tasa. Eso supondría poder elimi- 
nar los dos apartados que existen detrás de ese párrafo c) 
y que alargan innecesariamente el proyecto de ley, pu- 
diendo hacerlo mucho más claro de este inodo. O sea, en 
,sentido negativo, en relación con las tasas; en lugar de de- 
cir que cuando concurran las circunstancias siguientes, 
poner después las dos negaciones: que los servicios o las 
actividades no sean de solicitud o recepción obligatoria 
por los administrados, que es .lo que se dice en términos 
positivos para la tasa. y para el segundo apartado exac- 
tamente lo mismo; el segundo apartado también se for- 
mula con carácter negativo en relación a lo que con ca- 

rácter positivo se esgrimía en el artículo 5.0 como carac- 
terística de la tasa. Se podría mejorar el proyecto de ley 
de esta forma, acortando la redacción y simplemente re- 
mitiendo al lector de la Ley al artículo 5: y pidiéndole 
que considere precio público esa prestación de servicio o 
realización de actividad en régimen de Derecho público 
cuando no concurran las circunstancias definidoras de la 
tasa contenidas en ese artículo. Eso es lo que pretende- 
mos. Nada más en cuanto a la enmienda ,122. 

La enmienda 123 tiene un carácter semejante. En el ar- 
tículo 23.2 se utiliza el término «demanda». )El término 
((demandan tiene una connotación absolutamente exigen- 
te, tiene un concepto definido en economía. Esta es una 
ley, al fin y al cabo, para la economía del sector público 
y, por tanto, consideramos que el término «demanda», 
que además aparece por primera vez en este momento a 
lo largo de la ley, y ya estamos en el final de ella, no de- 
bería aparecer. Hasta ahora ha aparecido el término «SO- 

licitud)) siempre que se habla de demanda, de petición 
por parte de alguien. En lugar de «demanda», que es un 
concepto muy estricto desde el punto de vista económico, 
sugerimos que se utilice el término que se ha venido usan- 
do hasta ahora, que es el de ((solicitud)). 

Por último, en el artículo 26, cuando trata de la admi- 
nistración y cobro de los precios públicos, también nos 
parece que la redacción del párrafo 2 no es la más per- 
fecta que podría caber en este momento. Por eso sugeri- 
mos con nuestra enmienda 124 que se sustituya el térmi- 
no «se conceda)) por el término «se otorgue el permiso o 
concesión para la utilización)). Porque con el término .se 
concedan parece que se está aludiendo únicamente a la 
concesión administrativa, mientras que si utilizamos los 
dos términos simultáneamente, «se otorgue el permiso o 
concesión para la utilización», estamos formulando la exi- 
gencia que este párrafo segundo del artículo26 de una 
manera más amplia. Efectivamente, no es que exista una 
concesión en todos los casos para la utilización privativa 
o aprovechamiento especial del dominio público, puede 
haber simplemente un permiso que no sea una concesión. 
Volvemos al mismo argumento que acabo de formular 
para la sustitución de udemanda)) por ((solicitud')). El tér- 
mino concesión y el término demanda tienen una dimen- 
sión muy concreta, en el caso del término conceda, del De- 
recho administrativo, en el término demanda de la teoría 
económica y ,  por tanto, creemos que no debería utilizar- 
se en este caso ni ((demanda)) ni «conceda» para poder re- 
ferirse exactamente a lo que uno quiere referirse. En el 
primer caso a la solicitud y en el segundo caso a una po- 
sibilidad adicional a la concesión, que es el otorgamiento 
de un permiso junto con la posibilidad de la concesión 
como causa de la utilización privativa del dominio públi- 
co o del aprovechamiento especial del dominio público 
del que se trata. 

El setior PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 
das números 92 a 100 del Grupo de Coalición Popular, tie- 
ne la palabra el señor Pont. 

El señor PONT MESTRES: Se trata de un haz de en- 
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miendas cuya mayoría postula la supresión de apartados 
de diferentes artículos. Así, la enmienda número 92 pos- 
tula la supresión de los apartados b) y c) del artículo 23.1, 
porque si se mantiene el concepto de precio público que 
ahí aparece, resulta claro que no tiene sentido incluir aquí 
los apartados b) y c), puesto que se trata propiamente, 
unas veces de tasas y, otras veces, de conceptos que aquí 
no encajan. Quiere decirse con ello que en este artículo 23, 
donde se pretenden definir los precios públicos, es donde 
ha de dejarse claro el tránsito que se produce desde las 
tasas donde estaban todos estos conceptos incluidos con 
anterioridad, a esa -digámoslo así- novedosa figura de 
precios públicos, novedosa en el sentido en que nos la pre- 
senta la ley, con la que mi Grupo Parlamentario no pue- 
de estar de acuerdo. 

La distinción que se pretende hacer entre tasas y pre- 
cios públicos -ya lo hemos dicho en otras ocasiones- es 
una distinción forzada, ficticia, artificiosa, que va a plan- 
tear muchos más problemas de los que resuleve y, en de- 
finitiva, el basarse en la voluntariedad de solicitud por 
parte de las personas a las que interese el servicio no su- 
pone una tajante clarificación de lo que es tasa y de lo 
que es precio público. Esa es la razón por la cual mi Gru- 
po Parlamentario propone la supresión de estos dos apar- 
tados del artículo 23, referente a precios públicos. 

En cuanto a la enmienda número 93, propone la supre- 
sión del segundo párrafo del número 1 del artículo 24. Y 
propone esta supresión por las mismas razones ya seña- 
ladas anteriormente. 

En la enmienda 94, que concierne al artículo24.2, se 
propone la supresión, porque este punto 2 dice ni más ni 
menos que cuando existan razones sociales, benéficas, 
culturales o de interés público que así lo aconsejen, po- 
drán señalarse precios públicos que resulten inferiores a 
los parámetros previstos en el apartado anterior, previa 
adopción de las previsiones presupuestarias oportunas 
para la cobertura de la parte del precio subvencionado. 
El cocktail que este precepto supone es tremento. Es de- 
cir, primero se excluyen de las tasas los precios públicos. 
Las tasas han de regirse por el principio de capacidad eco- 
nómica. Se extraen, y cuando ya se han extraído y cuan- 
do estamos en rigor en relaciones que traen causa de de- 
recho privado, entonces resulta que se dice también que 
se puede aplicar aquí el principio de capacidad económi- 
ca, porque, en definitiva, este apartado 2 es una fórmula 
de aplicación del principio de capacidad económica, es 
una forma de reconocer que una parte del servicio públi- 
co es divisible y otra parte del servicio público es indivi- 
sible. Y resulta, a pesar de ello, que se reconduce a precio 
público y no a tasa. Entrar en el análisis profundo de este 
punto 2 del artículo 24 nos llevaría a una de las contra- 
dicciones más sorprendentes que se aprecian en una nor- 
ma legal. Es, en definitiva, una contradicción de otra con- 
tradiccibn lo que aparece en este punto 2, y esta es la ra- 
zón por la cual mi Grupo ha presentado enmienda de 
supresión. 

Respecto al artículo24.3 cabe decir más o menos lo 
mismo y no quiero insistir en argumentos similares. 

A l  artículo 25.1 mi Grupo ha presentado la enmienda 

número 96. ¿Qué es lo que proponemos aquí? Propone- 
mos simplemente que no se insista en la deslegalización 
de las tasas. Ya que sé que se me dirá que estamos en prg- 
cios públicos, pero si los precios públicos son una especie 
de tasas camufladas es lógico que mi Grupo pida que toda 
la modificación o la fijación de la cuantía de los precios 
públicos se realice mediante ley, porque además así lo es- 
tablece el artículo 31 de la Constitución, como ya he se- 
ñalado en otras ocasiones. No, por tanto, a la deslegali- 
zación de estos ingresos de derecho público que aquí se 
nos presentan bajo la denominación de precios públicos. 
No a esa deslegalización. Eso es lo que pretende la en- 
mienda al artículo 25. 

En cuanto a la enmienda al artículo 26.2, lo que propo- 
ne es que los precios públicos puedan exigirse desde que 
se efectúe la entrega de bienes o se inicie la prestación de 
servicios que justifique su exigencia, a diferencia de lo que 
establece el artículo 26.2 del proyecto, que tiene matices 
distintos. 

La enmienda al artículo 26.5 es la que hace referencia 
a que cuando por causa no imputables al obligado al pago 
del precio no se realice la actividad o no se preste el ser- 
vicio. Esta enmienda pretende en cierto modo suavizar el 
texto del proyecto, que es mucho más contundente, mu- 
cho más rotundo, y parece aconsejable que por razones 
de seguridad jurídica del contribuyente se modifique en 
los términos que acabo de señalar. 

La enmienda 99 al artículo 26.6 es de supresión, por- 
que entramos aquí nuevamente en un tema que ha sido 
debatido anteriormente. Los precios públicos, si el pro- 
yecto sigue empeñado en que traen causa de relaciones 
de derecho público, entonces le pueden acumular aquí to- 
das las actuaciones que se estimen oportunas, que están 
dentro del marco del poder de imperio del Estado, pero 
si como sostiene mi Grupo Parlamentario se trata de re- 
laciones que traen causa de derecho privado, es claro que 
las deudas por precios públicos no pueden exigirse me- 
diante el procedimiento administrativo de apremio, por- 
que estamos ante una mistificación que altera todos los 
conceptos y altera todas las ideas que hasta ahora exis- 
tían al respecto. Si no son de utilizacibn obligatoria y pue- 
de concurrir el sector privado en la produccibn de estos 
servicios, está claro que el sector público ha de compor- 
tarse y ha de someterse a las mismas normas y reglas de 
derecho privado que el sector privado de la economía, y 
si no lo hace así y resulta que se le otorga el privilegio de 
poder utilizar la vía administrativa de apremio, e .amos 
ya, entre otras cosas, en una competencia ilícita con el 
sector privado, que habrá de reclamar sus deudas por la 
vía y por los procedimientos ordinarios, mientras que el 
Estado podrá hacerlo por la vía de apremio. La ley, repi- 
to, en sí misma es toda una contradicción, y aquí en este 
apartado 6 del artículo 26 vuelve a ponerse en evidencia. 

Al  artículo 26.7 hemos presentado la enmienda núme- 
ro 100 y estamos en lo mismo, en que en todo lo no pre- 
visto en esta ley, el proyecto se remite a la Ley General 
Presupuestaria, sin más, y yo me pregunto ¿Por qué en 
todo lo no previsto expresamente en esta ley se remite ex- 
clusivamente a la Ley General Presupuestaria? ¿Es que la 
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Ley General Tributaria la hemos olvidado, está obsoleta, 
se ha jubilado ya, se piensa eliminar, o se trata simple- 
mente de un olvido? i0 es que la Ley General Tributaria 
no hace referencia a los temas que contempla el artícu- 
lo 26.7? Esta omisión, que yo considero que es omisión, 
creo debería corregirse, y la enmienda va orientada a in- 
corporar, junto a la Ley General Presupuestaria, la Ley 
General Tributaria. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista tiene 
la palabra la señora Juan. 

La señora JUAN MILLET: Respecto al Grupo del CDS, 
ha presentado tres únicas enmiendas a este Título 111, su- 
puestamente todas ellas de mejor concreción terminoló- 
gica o de mayor precisión, según ha defendido; aunque 
no discrepamos en este caso, de los artículos objeto de en- 
mienda, sí quiero decirle cuál es nuestra postura. 

Hemos estudiado sus enmiendas detenidamente y res- 
pecto a la número 122, aunque efectivamente se puede de- 
finir el precio público tal como lo plantea el Grupo del 
CDS, nos parece mejor la redacción del proyecto por 
aquello de que lo que abunda no daña, y como no nece- 
sariamente hay que tener todo el texto en la mano para 
llegar a la definición de precio público o de tasa, eviden- 
temente nuestra pretensión es que la tasa siga el camino 
de los tributos, y el precio público no está en el ámbito 
tributario, con lo cual la definición de precio público, aun- 
que vaya de alguna manera relacionada con la definición 
de tasa, conviene tenerla explícita y clara siempre que 
queramos referirnos a ello, sin tener que ir a buscar la de- 
finición de tasa. Por lo cual mantenemos la redacción 
propuesta. 

En cambio sí que vamos a aceptar su corrección plan- 
teada en la enmienda 123, el artículo 23.2, puesto que es 
cierto que la palabra demanda tiene una concepción eco- 
nomicista distinta de la planteada por este proyecto de 
ley. Hasta ahora hemos hablado siempre de solicitud y pa- 
rece correcto seguir manteniendo la misma terminología. 

Por último, respecto de su enmienda al artículo 26.2, 
pensamos que el concepto que recoge el proyecto de ley 
de conceder la utilización privativa o el aprovechamien- 
to especial del dominio público es más amplio. Su pro- 
puesta es demasiado reglamentista y no nos parece nece- 
saria la modificación planteada. 

El Grupo de Coalición Popular, como ya es habitual, 
discrepa totalmente de la concepción de este proyecto de 
ley, vuelve a plantear una serie de enmiendas todas rela- 
tivas a reconducir los precios públicos al ámbito tributa- 
rio, cuando la finalidad de este proyecto de ley es preci- 
samente clarificar normativamente lo que son los precios 
públicos. En el debate de totalidad ya tuvimos ocasión de 
debatir este tema con profundidad, y mi Grupo sostiene 
que no es ésta en absoluto una definición novedosa, ya vie- 
ne existiendo actualmente pero sin un marco suficiente- 
mente claro que regule este ámbito de actuación financie- 
ra del Estado. Las enmiendas números 92, 93 y 94, todas 
ellas postulan su supresión. 

En cuanto a la enmienda 92, que quiere suprimir ele- 

men tos que consideramos esenciales en la definición del 
precio público, no vamos a admitirla. Quería hacer re- 
flexionar al portavoz del Grupo Popular respecto al re- 
chazo, a través de las enmiendas 93 y 94, de los puntos 1 
y 2 del artículo 24. 

Evidentemente, los precios públicos, si van a actuar en 
régimen de competencia con el sector privado de la eco- 
nomía deben de fijarse en función de los costes que tales 
servicios tengan, y este es un criterio esencial y básico de 
la definición.de precio, que no está en absoluto, como S. S. 
parece pensar, en contradicción con el punto2, puesto 
que no hay que olvidar que los servicios que hoy día pres- 
ta el Estado son de variada naturaleza y si los presta es 
porque muchos de ellos tienen una característica social, 
evidentemente necesaria, que si no los prestara el sector 
público de la economía, no tendrían el nivel de oferta su- 
ficiente, y estoy pensando en este caso concreto en lo que 
dice el artículo que es exactamente «cuando existan ra- 
zones sociales». Entendemos por «sociales», senoría, 
cuando hablamos de residencias de la tercera edad del IN- 
SERSO, que aunque puedan existir, evidentemente, ser- 
vicios de ese estilo en el sector privado, ni mucho menos 
tiene por qué tener el mismo coste cuando los está pres- 
tando el sector público, porque es una manera, digamos, 
de beneficiar a los más desfavorecidos y no puede una nor- 
ma hacendística como esta obligar a que el tipo de pre- 
cios vaya al cien por cien de su coste. 

Culturales, estoy pensando, señorías, en las entradas de 
teatros nacionales que es una oferta cultural. Evidente- 
mente, el sector privado puede hacer la misma oferta pero 
es un modo que tiene el Estado de dar esta oferta a un tos- 

te que sólo puede hacerlo el sector público y el precio de 
la entrada, cuando venga un espectáculo internacional, 
no tiene que ser el cien por cien de su coste. Es tan evi- 
dente en los casos en que se plantea esta excepción a la 
norma que difícilmente podemos admitir que una norma 
hacendística obligue a que servicios sociales benéficos o 
culturales que preste el Estado tengan que desvirtuarse 
en su función debido a esta norma. 

También nos plantea en su enmienda número 96, el ar- 
tículo 25.1, que se fijen por ley. Por los mismos ejemplos 
que le he expuesto antes comprenderá usted la dificultad 
y el alejamiento de la realidad que su propuesta contie- 
ne. Le quiero recordar, tanto que esta enmienda como por 
las siguientes referidas al tema de la recaudación ejecu- 
tiva, que nos estamos moviendo en un campo que estaba 
regulado pero referido única y exclusivamente a los orga- 
nismos autónomos. Sabe S. S. que la Ley de Entidades Es- 
tatales de Organismos Aut6nomos, en su artículo 11, para 
fijar, digamos, los recursos de los organismos autónomos, 
posibilita que sean los mismos organismos los que fijen 
la cuantía. En su artículo 50 habla de cuál es la vía de re- 
caudación de estos ingresos de los organismos autónomos, 
que no tienen por qué ser siempre tasas, y no lo son, y 
esta Ley, en estos artículos, en absoluto reconduce, ni tie- 
ne por qué hacerlo, a los ingresos tributarios; es más, deja 
explícitamente dicho que van a cobrarse como si fueran 
ingresos de derecho privado. Sólo en última instancia, 
cuando han transcurrido seis meses y no se ha podido ha- 
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cer el cobro efectivo, puedo entrar a solicitar a los servi- 
cios de Hacienda que se recauden por vía ejecutiva, úni- 
ca y exclusivamente. Por eso tenía interés en el capítulo 
anterior en especificar que para las tasas es aplicable todo 
lo que dice la Ley General Tributaria, sanción, infracción, 
apremio y demás, y para los precios públicos únicamente 
existe la posibilidad de recaudarlos ejecutivamente «in 
extremis)), agotadas las posibilidades de recudarlos por 
vía normal. 

Las otras enmiendas, las números 97 y 98, reconducen 
.el terna del dominio público suprimiendo las referencias 
y puesto que se mantiene esta definición no ha lugar a su 
aceptación, porque ya hemos rechazado enmiendas en 
este sentido. 

El senor PRESIDENTE: Por el Grupo del CDS, para ré- 
plica, la señora Yabar tiene la palabra. 

La señora YABAR STERLING: No para réplica, señor 
Presidente, pero sí para decir que me satisface que el tér- 
mino «demanda» sea finalmente sustituido; que lamento 
que no sea sustituido el término «conceda» por el que el 
Grupo del CDS proponía; pero la verdad es que si de las 
tres mejoras se acepta una, realmente algo hemos hecho. 

El señor PRESIDENTE: El señor Pont tiene la palabra, 
por el Grupo de Coalición Popular, para réplica. 

El senor PONT MESTRES: Poco tengo que señalar en 
relación a lo que acaba de manifestar la portavoz del Gru- 
po Socialista, puesto que ha subrayado una vez más que 
estamos en dos concepciones diferentes y ha rechazado 
con una faena de alino - q u e  también es una faena- las 
enmiendas presentadas, y ante esto sólo puedo decir que 
a mi Grupo, que está anhelante deseoso, predispuesto a 
participar para mejorar el contenido de la ley, no se le 
deja. 

Por ejemplo, en el artículo 24.1 presentamos la enmien- 
da 93 de supresión, que creo que ha sido bien entendida 
por S. S. porque es de supresión del segundo párrafo del 
número 1, no del primero. Nos oponemos al segundo 
párrafo cuando dice: «El importe de los precios públicos 
por la utilización privativa o aprovechamiento especial 
del dominio público se fijará tomando como referencia el 
valor del mercado correspondiente o el de la utilidad de- 
rivada de aquéllos.)) ¿Sabe S.S. por qué? Porque inos 
pueden explicar qué es el valor de mercado, la utilidad 
que se deriva en un caso concreto y eso tomarlo como pun- 
to de referencia para fijar el precio? En tanto en cuanto 
no exista una ley de valoraciones que de forma clara, con- 
creta, precisa y luminosa nos diga lo que son cada uno de 
estos conceptos de precio, estaremos a oscuras -no a las 
oscurar, pero sí a oscuras-, andaremos entre tinieblas, 
se reducirá la seguridad jurídica y el vacío lo llena auto- 
máticamente la inseguridad jurídica. 

Esto ocurre en otros tributos, en el Impuesto sobre Su- 
cesiones y Donaciones, en el Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas, en el Impuesto sobre Sociedades y 
ahora se quiere que ocurra también en esta Ley de Tasas 

y Precios Públicos y esa es la razón por la cual nos hemos 
opuesto. Se pone en evidencia, una vez más, que hace fal- 
ta esa ley de valoraciones tributarias, que'además no se- 
ría ningún invento español, y una vez existiera esta ley po- 
dríamos hablar de todo lo demás. 

Es curioso, señoría, cómo se quiere dar nuevamente la 
vuelta al procedimiento administrativo de apremino. Su 
señoría ha utilizado una expresión que ha calado en mí, 
me ha producido una cierta mella temporal, por supues- 
to, que es «in extremis)). Mire, señoría, utilizar el proce- 
dimiento de apremio para la cobranza de los precios pú- 
blicos «in extremis)), significaría agotar todos los proce- 
dimientos establecidos en derecho privado, con la inter- 
pretación que normalmente se le da a esta expresión «in 
extremis)). Pero lo que dice la norma es que si a los seis 
meses del vencimiento no se ha podido conseguir su co- 
bro, a pesar de haberse realizado las gestiones oportunas, 
etcétera, podríamos decir, oportunas, pertinentes, ade- 
cuadas, etcétera, y no diríamos nada. Lo cierto es que pa- 
sados seis meses aquí caerá el peso de la ley y se iniciará 
la vía de apremio, con «extremis» y sin «extremis», es lo 
mismo; a partir de los seis meses la vía de apremio. 

Esta es una forma de querer, de pretender camuflar la 
vía de apremio, sin que por supuesto se consiga, y por lo 
menos este portavoz tiene que poner en evidencia que la 
vía de apremio está ahí y que no valen camuflajes. 

Como no se me ha aceptado en este caso concreto nin- 
guna enmienda, ni se me ha propuesto ninguna transac- 
ción, yo no puedo hacer nada más que reiterar que se re- 
flexione sobre ello y a ver si en este nuevo turno su seño- 
ría, tras realizar el esfuerzo que en anterior ocasión me 
ha demandado a mí, puede aceptar alguna de estas en- 
miendas que pretenden única y exclusivamente mejorar 
el texto de lo que van a ser normas legales dentro de poco. 

El señor PRESIDENTE: Ya «in extremis)) del debate, 
la señora Juan tiene la palabra. 

La señora JUAN MILLET: Brevemente, sólo voy a re- 
ferirme al portavoz de Coalición Popular. Lamento, evi- 
dentemente, no poder hacer ninguna apoximación a sus 
posturas, puesto que estamos hablando, según parece, 
lenguajes absolutamente diferentes en este apartado, ya 
que su señoría llega a pedirnos que seamos luminosos y 
planteemos la necesidad de una ley de valoraciones en el 
ámbito tributario. Insisto, el Título 111 de esta ley, precios 
públicos, no está dentro del ámbito tributario, con lo cual 
podemos seguir dándole vueltas al tema. Respecto a la ne- 
cesidad de una ley de valoraciones, me remitiría al deba- 
te que hubo en el Pleno como consecuencia de una inter- 
pelación del Partido Liberal a la cual ya contesté. No pue- 
do, en absoluto, señoría, hacer ningún esfuerzo de aproxi- 
mación mientras mantengamos estas posturas tan abso- 
lutamente dispares. 

insisto en que parece que ha hecho mella en usted mi 
reflexión sobre la distinta naturaleza que tiene el procc- 
dimiento de apremio para los precios públicos y para los 
tributos. Evidentemente no hay aquí, desde nuestro pun- 
to de vista, un cxceso de potestad del Estado; cuando lo 
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hemos configurado al principio de esta ley como ingresos 
de derecho público (quería corregir que no era al artícu- 
lo 50, sino al 51 cuando me refería a la Ley de Entidades 
Estatales y Organismos Autónomos) ya decía que era po- 
sible la aplicación del procedimiento de apremio. Creo 
que ahora con esta redacción queda mejor y más concre- 
to, va que se refiere, como dice bien el artículo, a un trá- 
mite último. Me resulta difícil pensar que sea un campo 
de aplicación general, puesto que cuando estamos ante un 
servicio que tiene una demanda voluntaria del mismo y 
que se puede encontrar en otros ámbitos privados, es di- 
fícil que se le preste el servicio y no se satisfaga el coste 
del mismo, es decir, el precio. 

Creo que la norma al remitirlo a un plazo mínimo como 
son seis meses para empezar a solicitar su cobro por vía 
ejecutiva es bastante sensata y pensamos que es conve- 
niente su mantenimiento. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a las votaciones de 

Se dan por decaídas las enmiendas del Grupo Mixto. 
Votamos, a continuación, las enmiendas del CDS, nú- 

este Título 111. 

meros 122 y 124. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cinco, en contra, 15; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos la enmienda 123 del CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 20; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Queda aceptada. 
Enmiendas de Coalición Popular números 92 a 100. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, cinco; en contra, 15; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan rechazadas. 
Votamos, a continuación, los artículos del Título 111, 

números 23, 24, 25 y 26, de acuerdo con el informe de la 
Ponencia, así con la enmienda admitida en este acto. 

¿Se pueden votar conjuntamente estos artículos? (Asen- 
timiento.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 17; en contra, dos; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados. 
A continuación pasamos al debate de la última parte 

~f~~~~~~ de la Ley, que son las disposiciones adicionales, transito- 
Der atoria ria, derogatoria y final, excluyendo la disposición adicio- 

nal primera, que es la que va a ser desgiosada como pro- 
yecto de Ley Orgánica, que lo dejaremos para el último 
momento de la sesión de hov. 

Por parte del Grupo Mixto se han presentado a todo 
este grupo de disposiciones las enmiendas 25 v 26, del 
Partido Liberal, las números 47,48 v 49, dc Izquierda Uni- 

Dispos. 

y2nai  

da, las números 1 ,2 ,  3 , 4  y 5, del señor Azcárraga. Se dan 
todas ellas por 'decaídas. 

Para la defensa de las enmiendas números 51 y 52, del 
Grupo Parlamentario Vasco, tiene la palabra el señor 
Olabarría. 

El señor OLABARRIA MUÑOZ: Voy a referirme a la 
enmienda número 52 exclusivamente. Quiero indicar que 
es una enmienda que se defiende en sus propios términos; 
no pretende más que un ajuste al sistema de distribución 
competencia1 y la indicación expresa de que esta legisla- 
ción es supletoria de aquélla que, en su caso, las Comu- 
nidades Autónomas, en el ejercicio de sus competencias, 
pueden establecer. 

Ese es el contenido de esta enmienda, señor Presidente 
y por ser tan sencilla su explicación no procede agotar 
más tiempo. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 
das 72 a 79, 106 y 107, de Minoría Catalana, tiene la pa- 
labra el señor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET: Efectivamente, en estas 
disposiciones finales nuestro Grupo tiene presentadas 
diez enmiendas, que voy a intentar defender de forma 
breve. 

En primer lugar, a través de la enmienda 72, propone- 
mos la supresión del párrafo primero del apartado 2 de 
la disposición adicional cuarta. Los motivos por los que 
planteamos dicha supresión se fundamentan en la nece- 
sidad de respetar la naturaleza jurídica del arancel, por 
necesidad de mantener una coherencia con la realidad so- 
cial que se pretende regular y por coherencia también con 
la finalidad de la propia ley. 

Nuestro Grupo Parlamentario considera que el proyec- 
to de ley parte de la existencia de determinados funcio- 
narios que obtienen su retribución profesional por medio 
del arancel, sin especificar cuáles son estos funcionarios. 
La realidad social muestra una gran diversidad en las ca- 
racterísticas de estos funcionarios y la consiguiente varia- , 
ción de medios y de costes, ya que es propio del sistema 
de arancel que quien recibe su importe organiza su pro- 
pia oficina de acuerdo con sus específicas características, 
necesidades del servicio y volumen de trabajo. Así pues, 
el párrafo cuya supresión se propone permite inducir que 
la base para el cálculo del arancel suponga la determina- 
ción de criterios uniformes de dichas oficinas. Ello enten- 
demos que debía ser objeto de enmienda y en ese sentido 
nuestro Grupo considera que si lo que se quiere significar 
con dicho párrafo es que el funcionario que perciba el 
arancel ha de costear con tal retribución los gastos nece- 
sarios para el funcionamiento y conservación de su ofici- 
na, el precepto es innecesario puesto que ello es esencia 
misma del sistema del arancel. 

Alternativamente a esta enmienda, a la supresión del 
párrafo primero del apartado segundo, planteamos dos 
enmiendas. La enmienda 73 pretende sustituir la expre- 
sión ((retribución profesional )) por ((honorarios profesio- 
nales.. Consideramos que con esta mejora técnica se ob- 
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tiene una calificación más apropiada al carácter con que 
se retribuye al funcionario. 

Por otra parte la segunda enmienda puntual alternati- 
va, la 106, plantea la supresión de la expresión «en gene- 
ral» en el inicio de dicho apartado. La finalidad de esta 
supresión es evitar la indeterminación que genera esta ex- 
presión «en general )). 

En relación al segundo párrafo de la disposición adicio- 
nal cuarta, nuestro Grupo Parlamentario plantea una mo- 
dificación en el sentido de mejorar técnicamente el pre- 
cepto. Reconociendo por nuestra parte la posibilidad de 
que exista un valor fiscal asignado previamente al bien o 
derecho de los hechos, actos o negocios jurídicos, hay que 
tener presente, señorías, que en el momento en que el no- 
tario, en este caso, aplica su arancel no se conoce aún el 
valor comprobado fiscalmente. Por consiguiente, propo- 
nemos que la redacción de dicho párrafo sea la siguiente: 
Los aranceles se aplicarán sobre los valores comprobados 
fiscalmente o asignados específicamente a los bienes o de- 
rechos objeto de los actos o negocios jurídicos, o sobre los 
consignados por las partes en el correspondiente docu- 
mento, salvo en aquellos casos en que, como ya se indica 
en el proyecto de ley, las características de las activida- 
des de los correspondientes funcionarios no lo permitan. 

Con esta mejora técnica, se introduce en la ley el reco- 
nocimiento de la posibilidad de que exista un valor fiscal 
asignado previamente al bien o derecho objeto de los he- 
chos, u actos o negocios jurídicos. 

La enmienda 107 plantea modificar la redacción del 
apartado tercero de dicha disposición adicional cuarta, 
en la que se propone que sea en caso de reiterada reinci- 
dencia cuando se incurra por parte del funcionario públi- 
co en falta disciplinaria muy grave. Nuestro Grupo en- 
tiende que es más coherente exigir que la infracción sea 
en los supuestos de reitiración. 

En relación con el apartado séptimo de la disposición 
adicional cuarta, nuestro Grupo parlamentario plantea 
una enmienda de supresión de dicho precepto, puesto que 
entendemos que el apartado que se propone suprimir pre- 
tende aplicar a los aranceles la técnica propia de las exac- 
ciones parafiscales, partiendo además de una pretendida 
uniformidad entre las diferentes oficinas donde se presta 
la actividad. 

Señorías, la redacción del apartado séptimo es indeter- 
minada, imprecisa, puede generar confusión, indetermi- 
nación en su aplicación y, lo que es más, genera unos re- 
celos a las posibles interpretaciones reglamentarias que 
podrían seguir a esta ley. Nuestro Grupo considera que 
la redacción del mencionado apartado séptimo, como he 
dicho, se presta a interpretaciones muy ambiguas que ge- 
nerarían una clara indefinición y, en último caso, pueden 
comportar contradicciones incluso con el propio objetivo 
quese recoge en la exposición de motivos de este proyec- 
to de ley. 

Concretamente entendemos que este precepto debe re- 
dactarse de forma que el importe de los aranceles no su- 
ponga afectación directa a la cobertura de los gastos de 
funcionamiento y conservación de las oficinas y que se 
realicen las actividades o servicios de los funcionariados. 

51 término «afectado», que recoge el texto del apartado 
;éptimo, introduce, repito, confusión, ya que no se afecta 
o que es propio, sin perjuicio de lo que dispongan las le- 
les civiles y laborales sobre prelación de créditos. El tex- 
.o que propone nuestra enmienda es más nítido, a nues- 
.ro juicio, y conforme con la verdadera naturaleza jurídi- 
:a del arancel como sistema de retribución profesional de 
inos servicios prestados en régimen de economía privada. 

Señorías, estamos ante el debate de una disposicih 
idicional de la que a nadie de esta Comisión se nos esca- 
>a su trascendencia en relación a un colectivo específico, 
:1 colectivo de notarios. En este momento del debate del 
woyecto de ley quisiera hacer una expresa mención y re- 
:ordar a todos ustedes algunos de los aspectos de la sen- 
:encia del Tribunal de Justicia de la Comunidad Econó- 
mica Europea de 26 de marzo de 1987. En los consideran- 
ios de dicha sentencia se establece la doctrina fundamen- 
tal para el notario europeo. Tengan presente que en esta 
jentencia se sienta una doctrina legal comunitaria apli- 
:able a todos los países miembros de la Comunidad Eco- 
nómica Europea en la que se define la naturaleza de la 
función notarial y que la actividad legislativa que esta- 
mos en estos momentos desarrollando debiera tener en 
xenta .  

Concretamente se dice en esta sentencia que los nota- 
rios ejercen su actividad por cuenta propia, bajo su res- 
ponsabilidad personal y no se encuentran bajo un víncu- 
lo de subordinación jerárquica frente a la autoridad pú- 
blica, ni están integrados en la Administración pública; 
organizan, dentro de ciertos límites impuestos por la ley, 
libremente las modalidades de ejecución de su trabajo y 
perciben ellos mismos sus emolumentos. 

Por otra parte se indica en esta misma sentencia, que 
el notario es un profesional liberal que ejerce sus activi- 
dades de modo independiente, por cuenta propia y bajo 
su responsabilidad personal. Se indica también que estos 
funcionarios organizan, dentro de los límites impuestos 
por la ley, las modalidades de ejecución de su trabajo, sin 
subordinación a la autoridad pública que ejerce un con- 
trol disciplinario a su actividad y fija el importe de sus 
honorarios. 

En consecuencia, señorías, parece obvio que la legisla- 
ción que estamos ahora debatiendo y aprobando se ajus- 
te al máximo a lo que sin duda es una clara posición del 
Tribunal de Justicia comunitario y,  en consecuencia, se 
modifique el apartado séptimo de la disposición adicio- 
nal cuarta en el sentido de sustituir la expresión antes 
mencionada de afectación por otras más ajustadas a la le- 
gislación europea. 

Parecería razonable que en ese trámite de la Comisión 
intentáramos ajustar este precepto a la jurisprudencia co- 
munitaria hoy aceptada por todos los países comuni- 
tarios. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Para la defensa de las enmien- 
das 127 a 132 del Grupo del CDS, tiene la palabra la se- 
ñora Yabar. 
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La señora YABAR STERLING: Solamente hemos pre- 
sentado enmiendas a las disposiciones adicionales segun- 
ta y cuarta de este bloque que se ha citado, y más ade- 
lante defenderemos las de la disposición adicional prime- 
ra como estaba dispuesto. 

A la disposición adicional segunda hemos presentado 
unas enmiendas que realmente no voy a defender adicio- 
nalmente, porque lo que yo pudiera decir ahora es exac- 
tamente lo mismo que aduje en la defensa del artículo S.". 
Lo que ocurre es que ahora ya no se trata del artículo Si 
sino de la disposición adicional segunda, que es la modi- 
ficación de la Ley General Tributaria que resulta afecta- 
da por el nuevo concepto de tasa. De manera que, al ser 
el nuevo concepto de tasa de este proyecto de ley en el ar- 
tículo S." discrepante de nuestra posición como Grupo 
-ya denfendí sin ningún éxito, desde luego, pero con todo 
calor los argumentos de nuestras enmiendas-, pues real- 
mente no voy a emplear ninguna temperatura en este mo- 
mento para defender éstas que son idénticas. 

Sólo quedan, por tanto, las enmiendas a la disposición 
adicional cuarta sobre los aranceles de funcionarios pú- 
blicos, en donde también voy a ser muy breve, porque el 
señor Homs se ha extendido lo suficiente como para que 
casi pueda suscribir en el epígrafe dos, apartado uno, 
apartado dos y apartado siete sus propios argumentos. Da 
la casualidad que nosotros solicitamos la supresión del 
epígrafe segundo, apartado primero de la disposición adi- 
cional cuarta por considerar que esto que aquí se dice so- 
bre lo que deben ser los aranceles es una especie de cláu- 
sula moral que, a lo mejor, podría quedar muy bien en la 
exposición de motivos del Real Decreto que posteriormen- 
te se dictará en desarrollo de esta ley al hacer el nuevo 
arancel, pero que desde luego, aquí no tiene ninguna ca- 
bida, a nuestro juicio. Es una declaración de intenciones, 
una cláusula moral, una especie de estilo retórico poco 
adecuada a esta ley, que tiene poco de retórica, aunque 
tenga muchas redundancias, que debe ser eliminada, tam- 
bién a nuestro juicio, como pedía Minoría Catalana. 

En el párrafo segundo de ese apartado segundo de la 
disposición adicional cuarta, también nos parece bastan- 
te inadecuado que quede expresamente ordenado que los 
aranceles se aplicarán sobre los valores comprobados fis- 
calmente de los hechos, actos o negocios jurídicos y,  a fal- 
ta de aquéllos, sobre los consignados. Porque eso supone 
que hay dos posibilidades de establecimiento del valor, 
realmente no de los hechos porque los hechos no tienen 
valor, señorías, los hechos son puramente fácticos. Lo que 
es susceptible de ser valorado son los bienes o derechos 
objeto de los hechos, no los hechos ni los actos. Los actos 
difícilmente, los negocios jurídicos ya sí, pero en realidad 
lo que tiene valor son los objetivos de transmisión a tra- 
vés de un hecho, un acto o un negocio jurídico. 

De manera que efectivamente no sólo nos oponemos al 
barbarismo que supone hablar de los valores de los he- 
chos (nos gustaría muchísimo que se hablase de los valo- 
res de los bienes o derechos objeto de los hechos, actos o 
negocios jurídicos), sino que nos oponemos sobre todo a 
la filosofía de fondo que pretende establecer como priori- 
tario, y sólo a falta de esto, otro procedimiento de otra 

base para la aplicación del arancel. La prioridad, que es 
que existan valores comprobados fiscalmente de unos bie- 
nes o derechos objeto de los hechos cuando se realiza el 
acto o negocio jurídico sobre el cual se va a aplicar el 
arancel y del cual conoce el notario es prácticamente im- 
posible. Entonces o se elimina esto o se relaja de manera 
que al lector del epígrafe dos de la disposición adicional 
cuarta de esta ley no le resulte rarísimo encontrarse con 
esta exigencia. Porque podría decirse perfectamente que 
los aranceles se aplicarán sobre los valores comprobados 
fiscalmente. Pueden existir valores comprobados fiscal- 
mente, a lo mejor resulta que el negocio jurídico, por el 
cual se realizará la aplicación de este arancel, haya sido 
objeto de un negocio jurídico el día de ayer y que la Ad- 
ministración haya sido tan sumamente ágil como para ha- 
ber procedido en veinticuatro horas a comprobar fiscal- 
mente el valor de ese bien o derecho que se transmitió 
ayer, y lógicamente si se vuelve a transmitir hoy podría 
existir efectivamente un valor comprobado fiscalmente de 
ese bien o derecho que se transmite nuevamente. 

Me parece que dejar eso como principio de la frase, po- 
dría quedar relativamente justificado por alguna hipoté- 
tica casualidad verdaderamente publicable en los diarios 
de mayor difusión nacional, pero no dejado exclusivamen- 
te a ese supuesto todo el artículo , porque dice ((sólo a fal- 
ta de aquéllos)), como si lo normal fuera tenerlos, cuando 
lo absolutamente anormal es tenerlos. Pasen, ustedes, se- 
ñores, a aplicar el arancel sobre los consignados por las 
partes. Vamos a ser realistas, señores de la mayoría, va- 
mos a ser sensatos, yo lo intento en nombre de mi Grupo, 
va sé que es absolutamente vano todo mi esfuerzo, pero 
lo haré por aquello de la profesionalidad de cualquier 
:osa, en la que uno, por lo menos, debe manifestar con- 
vicción de aquello que pide, aunque luego no se le conce- 
da, porque si no la manifiesta pues entonces efectivamen- 
te sus probabilidades teóricas son menores. Yo propongo 
que se dijera como primera frase que los aranceles se apli- 
:arán sobre los valores comprobados fiscalmente (por si 
acaso ocurre) o -disyuntiva- asignados específicamen- 
te a los bienes (es mucho más razonable que existan unas 
3signaciones específicas de valores a esos bienes o dere- 
Zhos objeto de tales hechos, actos o negocios jurídicos) o 
-o t ra  disyuntiva- sobre los consignados por las partes. 
3 sea, seamos realistas, seamos sensatos y seamos prác- 
ticos, que no nos digan el día de mañana que somos res- 
2onsables de una redacción tan absolutamente ridícula 
:omo la que se nos propone en el proyecto de ley. 

Por último, mi Grupo también manifiesta la misma 
:onvicción que Minoría Catalana y es que el término 
(afectación)) del párrafo siete, cuando habla de que el im- 
9orte de los aranceles quedará afectado, debería ser sus- 
ituido, porque efectivamente volvemos a coincidir con el 
señor Homs en que 10 que sugiere el término ((afectación)) 
:s que estamos ante un producto de naturaleza por lo me- 
10s paratributaria, y es una ambiguedad innecesaria que 
lodría ser eliminada en este caso perfectamente. 

El scñor PRESIDENTE: Las enmiendas 102 a 105 de 
Zoalición Popular se dan por defendidas. 
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Tiene la palabra, por el Grupo Socialista, el señor Gar- 
cía Ronda. 

El señor GARCIA RONDA: Quiero contestar con rapi- 
dez a lo alegado por los Grupos de Minoría Catalana y 
CDS. 

En cuanto al Grupo de Minoría Catalana, he de decir 
que en su enmienda 106 cuando habla de la supresión de 
«en general)) para la disposición adicional cuarta, creo 
que ha habido una argumentación que quizá sea de con- 
siderar, si bien, al no conocerla previamente por lo publi- 
cado sobre su enmienda, puedo decirle que quizá pudiera 
tenerse en la misma consideración en la que yo la tengo 
en este momento al escucharle. 

En cuanto a la enmienda 107, cuando pide en el párra- 
fo tres que la consideración de falta de disciplina de los 
funcionarios sea en caso de que exista reiterada reinci- 
dencia, me parece una reiteración innecesaria; creo que 
es un exceso cuando la ley en este sentido está absoluta- 
mente clara y por ese concepto no me podrá decir ningu- 
na de SS. SS. que no lo está. 

Después se ha referido al apartado séptimo de la dispo- 
sición adicional cuarta, además de hacer unas considera- 
ciones generales, y ha apoyado su argumentación con la 
sentencia europea sobre notarios. Cuando dice que orga- 
niza dentro de los límites impuestos por la ley su propio 
trabajo, yo quiero que se fije precisamente en esto que yo 
subrayo: organiza dentro de los límites impuestos por la 
ley. Nada parece haber en esta ley que impida que lo or- 
ganicen a su saber y entender y no hay subordinación en 
la organización ni en la ejecución. 

Creo que hay una posibilidad de consideración de la pa- 
labra «afectación» como la más idónea, y con respecto a 
ello dejo un poco la puerta abierta, si se quiere, a sucesi- 
vos trámites en que pueda haber alguna consideración 
acerca de esto, e incluso, y esto ya se lo digo para la dis- 
posición adicional cuarta también a la señora Yabar, que 
ha defendido por parte del CDS las enmiendas, que esta 
disposición adicional cuarta probablemente por nuestra 
parte tenga que ser objeto de afinación por decir así, en 
aspectos de redacción y en algún otro, que quizá se vea 
como más conveniente para darle una perfección mayor 
que la que tiene, ya que a nuestro juicio sería suficiente. 
No obstante, si eso puede permitir que todos tengamos 
un acuerdo si no total, al menos de tipo suficiente, en su- 
cesivos trámites es posible que pueda ser mejorada por 
nuestra parte. 

A la señora Yabar solamente he de agradecerle los de- 
talles académicos, que siempre incluye en sus disertacio- 
nes en los debates, acerca de la valoración del objeto de 
transmisión y no del hecho, etcétera. Acerca de lo que ha 
manifestado sobre la disposición adicional séptima, debo 
repetirle que considere contestada su enmienda en el mis- 
mo sentido que he dicho al señor Homs. Pediría que le- 
yese bien todo lo que ha tratado de argumentar acerca de 
los diversos sistemas de valoración. Me parece que será 
suficiente lo que existe en el actual proyecto de ley en 
cuanto que dice que se aplicarán sobre los valores com- 
probados fiscalmente y a falta dc aquéllos, sobre los con- 

signados por las partes. Creo que ambas posibilidades 
abarcan todo lo que sensatamente debe hacerse en el caso 
de la valoración a efectos de esta ley que estamos con- 
templando. El que me aduzca que será muy difícil que se 
conozca la valoración fiscal, los valores comprobados fis- 
calmente, eso está perfectamente solventado por el hecho 
de que si no se ha comprobado, si esa rapidez enorme que 
ella considera que debiera haber, o que tendría que ha- 
ber, no existe, está la segunda posibilidad de valoración, 
a falta de lo que haya sido consignado por las partes. Creo 
que eso abarca todo lo que probablemente ella desea. 

No me voy a extender más, ya que en efecto yo tampo- 
co pongo cxcesiva temperatura, como ha dicho ella en la 
réplica, y a la frialdad hay que responder también con 
una cierta frialdad. Cualquier debate cálido tiene que ser 
siempre recíproco. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Popular le voy a 
dar la palabra al señor Pont, puesto que antes había dado 
yo por defendidas sus enmiendas, pero estoy seguro de 
que él lo va a hacer con mucho más conocimiento, tino y 
fundamento que lo hice yo. 

Tiene la palabra el señor Pont. 

El señor PONT MESTRES: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente, por su gentileza, por su generosidad y por su buen 
hacer. 

Voy a corresponder a su atención siendo sumamente 
breve en relación a la defensa de las cinco enmiendas que 
hemos presentado a estas disposiciones. 

La enmienda número 101 se ha presentado a la dispo- 
sición adicional primera, y es de supresión. 

El señor PRESIDENTE: Señor Pont, estamos discutien- 
do todas las diposiciones adicionales excepto la primera, 
puesto que es la que luego se va a desglosar como Ley 
Orgánica. 

El señor PONT MESTRES: Esa es la razón por la que 
me autonotaba un suavísimo despiste. (Risas.) 

El señor PRESIDENTE: Pues para que no se despiste, 
usted tendría que defender las enmiendas 102, 103, 104 y 
105, única y exclusivamente. 

El señor PONT MESTRES: Muchas gracias, señor Pre- 
sidente, por su aclaración. Estoy ya orientado. 

La enmienda número 102, que es a la disposición adi- 
cional segunda, es de supresión. En esa disposición adi- 
cional segunda se nos quiere explicar ahora, conceptuar, 
definir y delimitar el concepto de tasa con todas estas in- 
novaciones que se han introducido en este proyecto de ley; 
innovaciones de las que divergemos totalmente y que, por 
tanto, para mi Grupo el concepto de tasa sigue bien tal 
como está ubicado en el artículo 26 de la Ley General Tri- 
butaria. Después de venticinco años de existencia -se 
han celebrado ya sus bodas de plata-, entendemos que 
podría dársele un nuevo período para ver si podía inclu- 
so celebrar el texto legal las bodas de oro, aunque parece 
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que no será posible con esa modificación que se propone 
cercenar, reducir, limitar, convertir en casi nada lo que 
son tasas en nuestro ordenamiento vigente. 

En cuanto a la enmienda número 103, que es de modi- 
ficación a la disposición adicional tercera, simplemente 
sustituimos Real Decreto por Ley, que es nuestra tesis de 
siempre. 

Respecto de la enmienda número 104, es de supresión 
a la disposición adicional quinta. No sé si en relación con 
esta disposición adicional quinta sc ha planteado algún 
problema de adaptación a la Ley Orgánica 11/1983. Por 
lo que veo aquí no, pero no sé hasta qué punto esto no de- 
bería ser tambicn materia de ley orgánica, puesto que 
aunque aquí se llama ((adaptación)), de lo que se trata es 
de modificar la ley orgánica correspondiente, sustituyen- 
do «tasas» por «precios públicos». 

Y respecto de la enmienda 105, que es la última, de mo- 
dificación de la Ley General Presupuestaria, nosotros nos 
oponemos a esta modificación aquí en esta ley, por una 
razón clara, sencilla, de seguridad jurídica: porque no po- 
demos andar con una ley sobre tasas y precios públicos 
modificando ahora la Ley General Presupuestaria adu- 
ciendo lo que se dice en el artículo 32.1. Esto tiene que 
ser objeto de otro tipo de leyes y no incorporarlo en una 
disposición transitoria, en una ley de tasas y precios pú- 
blicos. Así resulta que la seguridad se cercena y la inse- 
guridad jurídica se extiende. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo Socialista, tiene 
la palabra el señor García Ronda. 

El señor CARCIA RONDA: Para contestar muy breve- 
mente al señor Pont. En su enmienda 102 lo que pretende 
es suprimir esa definición de tasas. Es muy coherente con 
lo que han hecho anteriormente y en la misma coheren- 
cia yo le digo que no aceptamos la enmienda. 

En cuanto a su consideración acerca de la disposición 
adicional quinta, estimamos que no debe ser objeto de ley 
orgánica, ya que como su propio título dice es una mera 
adaptación. Si S. S. se fija bien, se habla de que las tasas 
académicas y demás derechos tendrán la consideración 
de precios públicos; pero no hay más que una variación 
de tipo muy parcial y no de fondo, es decir, que se adapta 
precisamente esa ley de reforma universitaria a lo que 
preceptúa esta otra ley en el caso de ser aprobada, y no 
parece que haga falta hacer ninguna modificación, ningu- 
na consideración de fondo sobre la propia ley orgánica 
afectada. 

Por lo que se refiere a su interés por no considerar la 
modificación de la Ley General Presupuestaria a tenor de 
su enmienda 105, no nos parece lógico; parece que es im- 
posible no modificar la Ley General Presupuestaria en 
adecuación a lo que preceptúa esta misma ley. Hemos 
presentado una enmienda «in voce», que obra en poder 
de la Mesa, a la disposición adicional sexta, con la siguien- 
te redacción: (c Sexta. Modificación del texto refundido de 
la Ley General Presupuestaria. A partir de la entrada en 
vigor de esta ley, el artículo 32 del Real Decreto legisla- 
tivo 1091/1988, de 23 de septiembre, por el que se aprue- 

ba el texto refundido de la Ley General Presupuestaria, 
quedará redactado en los siguientes términos.)) Hago una 
pequeñísima explicación acerca de ello. Cuando el pro- 
yecto de ley entra en las Cortes, todavía no estaba modi- 
ficada la Ley General Presupuestaria, a tenor de ese Real 
Decreto legislativo que se contempla en esta variación 
que he leído. Por lo tanto, ahora es necesario modificarlo, 
ya que anteriormente el proyecto de ley se refería a la ley 
en vigor entonces. 

He de decir también que por nuestra parte vamos a 
aceptar la enmienda 52 del Grupo Vasco, en cuanto que 
nos parece perfectamente coherente al objeto de adecuar- 
lo con las leyes autonómicas en toda su extensión. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor 
Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET: Voy a ser breve para que 
podamos entrar en las votaciones. 

Quiero simplemente replicar a las argumentaciones 
que el ponente socialista ha expresado a nuestras enmien- 
das a la disposición adicional cuarta, dejando constancia 
de mi satisfacción personal por la sensibilidad expresada 
en relación con el apartado segundo, de dicha disposición 
adicional, al indicarnos que veía bien en su objetivo al- 
gunas de las enmiendas que hemos presentado: la que 
plantea la indefinición del término en el inciso inicial del 
párrafo, o la que plantea la mejora técnica de sustituir el 
concepto de la retribución profesional por el de honora- 
rios profesionales, aunque nuestro Grupo entiende que lo 
más procedente en esta disposición sería suprimir este 
apartado por innecesario. Ya he argumentado anterior- 
mente las razones y creo que sería lo más oportuno y 
adecuado. 

En cuanto a lo que me ha indicado sobre el apartado 
7 ,  me habría gustado que hubiésemos llegado a un acuer- 
do y a una solución para esta indeterminación que con- 
tiene este punto, expresamente en el término afectación 
respecto a los aranceles, y a todo lo relativo a la cobertu- 
ra directa de los gastos de funcionamiento de las oficinas 
y los funcionarios. No obstante, por la intervención del 
ponente socialista he entendido que en siguientes trámi- 
tes intentarán dar cabida a una nueva redacción más cla- 
rificadora, que se ajuste a lo que hoy es el ordenamiento 
jurídico en la Comunidad Económica Europea. Debo ma- 
nifestar nuestra satisfacción, esperando que ajusten ese 
precepto en el trámite del Senado. También quiero indi- 
zarles que me hubiese gustado que lo hubieran hecho en 
ista Cámara. 

Por último, quiero preguntar al ponente socialista si ha 
lbservado nuestras enmiendas a la disposición transito- 
-ia, en la que planteamos unas modificaciones técnicas 
>ara adecuar la entrada en vigor del proyecto de ley. Si 
:iene alguna observación al respecto, le agradecería que 
a hiciera. 

El señor PRESIDENTE: Por el Grupo del CDS, tiene la 
lalabra la señora Yabar. 



- 13389 - 
COMISIONES 20 DE DICIEMBRE DE 1988.-NÚM. 389 

La señora YABAR STERLING: Si el Grupo Socialista 
está convencido de que lo que queremos decir en la dis- 
posición adicional cuarta, párrafo séptimo, es eso, no les 
hubiera costado nada aceptar la modificación del verbo 
«afectar» por nestimar». Si estamos de acuerdo en que lo 
que queremos decir essimplemente que el importe de los 
aranceles se destinará a la cobertura de los gastos de los 
notarios, digámoslo en el más puro castellano y no utili- 
cemos un término alambicado, un término concreto con 
un significado específico en derecho tributario, y un tér- 
mino, por tanto, ambiguo en esta disposición concreta, 
para referirnos a una idea tan simple como que el impor- 
te de todos esos ingresos se va a destinar a cobertura de 
todos esos gastos. Por último, como en toda empresa, aun- 
que sea pública, el final de todo esto es que sean benefi- 
cios para el propietario de la misma, que en este caso es 
una persona individual, o en el caso de la empresa públi- 
ca, es un conjunto de entes que, con acciones o sin ellas, 
acaban repartiéndose el beneficio. 

Si lo que queremos realmente es decir esto, por favor 
digámoslo y tengan ustedes, al menos, la valentía -en 
este caso puede ser la falta de disciplina- de aceptar que 
si esta es la interpretación, variemos simplemente el ver- 
bo, pero hagámoslo ahora, porque verdaderamente es in- 
satisfactorio observar cómo sistemáticamente en todos 
los proyectos de ley que se tramitan en esta Cámara, no 
se sabe cuándo, algún día, alguna autoridad fuera de esta 
Cámara dará el visto bueno para variar un verbo. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra el señor Pont. 

El señor PONT MESTRES: Respecto a la enmienda 102 
a la disposición adicional segunda, simplemente vamos a 
quedarnos con la divergencia de criterio entre el Grupo 
mayoritario y mi Grupo. Para nosotros el artículo 26.1 de 
la Ley General Tributaria es correcto, aquí se pretende 
modificarlo y nada más voy a decir a esta cuestión, sino 
lamentarla. 

En cuanto a la disposición adicional tercera, lo de mo- 
dificar un Real Decreto por Ley se ha quedado en mero 
deseo; y en cuanto a la enmienda 104, a la disposición adi- 
cional quinta, este Diputado sigue teniendo sus reservas 
de que la modificación de una Ley Orgánica pueda hacer- 
se aquí, a través del trámite de ley normal, porque el po- 
nente socialista ha dicho que no es tan importante por- 
que simplemente donde dice tasas académicas habrá de 
ponerse precios públicos. Entre tasas académicas, tal 
como estaban conceptuadas hasta ahora, y precios públi- 
cos, tal como se establece en esta ley, hay una distancia 
en kilómetros enorme y una diferencia terminológica im- 
portante; tan importante que pasa de la legalización y la 
reserva de las tasas, a la deslegalización, a la no reserva 
de ley de los precios públicos, a pesar de lo que dice la 
Constitución. Si esto no es importante, señoría, entonces 
es que respecto a la semántica y a la significación de esta 
palabra existen serias disparidades y diferencia de crite- 
rios entre S. S. y yo. 

Por último, la enmienda 105 que hace referencia a la 
disposición adicional sexta, después de flagelarme el po- 

nente socialista (en pura significación figurada, natural- 
mente) diciendo que no se explica por qué presento dicha 
enmienda, sin embargo, a continuación, tiene que presen- 
tar una enmienda «in voceu, pero por escrito (que no es 
incompatible y así lo dejamos dicho hace dos años, señor 
Presidente), que modifica la disposición adicional sexta. 
Yo, señor portavoz socialista, sigo sin ver por qué en 

una ley de tasas y precios públicos, ha de modificarse el 
artículo 32 de la Ley General Presupuestaria. Sigo sin ver- 
lo, y como siempre estoy propenso a aprender y, desde 
luego, rápido en corregir y también en agradecer aclara- 
ciones, le agradecería me explicara por qué aquí, preci- 
samente en esta ley, se tiene que modificar el artículo 32 
de la Ley General Presupuestaria. 

El señor PRESIDENTE: Antes de dar la palabra al po- 
nente socialista, quiero tranquilizar a S. S. en cuanto a la 
disposición adicional quinta del proyecto de ley al que us- 
ted ha hecho referencia. Es decir, aquel que modifica la 
Ley Orgánica de reforma universitaria, por cuanto el 
acuerdo de la Mesa de la Cámara fue que sólo segregáse- 
mos como ley orgánica la disposición adicional primera. 
Su preocupación puede subsistir, pero lo que ha hecho la 
Comisión es aplicar el acuerdo de la Mesa de Cámara. 

Tiene la palabra el sefior García Ronda. 

El señor CARCIA RONDA: En cuanto al ponente de Mi- 
noría Catalana, señor Homs, me alegro de que se haya 
tranquilizado en algunos aspectos. Puedo asegurarle que 
trataremos de mejorar todo lo que consideramos dudoso 
o no suficientemente perfecto. 

En cuanto a las enmiendas que presenta a la disposi- 
ción transitoria, he de decirle lo mismo. Lo que ocurre es 
que cualquier modificación en este sentido y, a pesar de 
no ser el meollo de la ley, suele tener unas determinacio- 
nes mucho más delicadas, por lo que hay que pensarlo 
adecuadamente y redactarlo como se debe. De todas ma- 
neras, tampoco quiero cerrar la puerta a alguna matiza- 
ción en este sentido. 

A la señora Yabar, ponente del CDS, he de decirle que, 
a veces, las matizaciones en el léxico son las que más 
tiempo cuesta aceptar y también las que más tiempo ne- 
cesitan para llevar a su convencimiento. Ha hablado de 
disciplina -no sé por qué ha surgido, me ha venido esa 
palabra como una ráfaga- y debo decir que los ponentes 
socialistas, cuando debatimos algo, lo hacemos desde el 
convencimiento; en todo caso, tenemos algunas dudas, 
pero aquí no se interfiere el concepto de disciplina en ab- 
soluto. Si S. S. ha estado bien atenta, habrá visto que ca- 
minamos desde el punto de vista de las argumentaciones, 
trabajamos sobre ellas e incluso expresamos esas dudas 
cuando hay algo que realmente nos parece que merece 
esa duda. 

Con respecto a la disposición adicional quinta, a la que 
se acaba de referir el señor Presidente cerrado este deba- 
te, quiero hacer una puntualización, que en todo caso pue- 
de tener importancia en cuanto al fondo de la cuestión, 
pero desde luego, como he dicho antes al portavoz del 
Grupo Popular, no en lo que se refiere a la adaptación y 



- 
COMISIONES 

13390 - 
20 DE DICIEMBRE DE 1988.-NúM. 389 

la necesidad de que fuese por ley aparte. Lo que él pedía 
en la disposición adicional sexta era precisamente su su- 
presión, cosa que, como había argumentado yo antes, no 
me parece lógica. Además, esta enmienda que hemos pre- 
sentado asevera aún más, desde nuestro punto de vista, 
la necesidad de que se diga, porque de lo que se trataba 
era de subsanar una deficiencia de tipo formal. Creemos 
necesario hacerlo así y la Ley General Presupuestaria pue- 
de ser muy bien cambiada por otra ley de igual rango. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a las votaciones de 

Decaídas las enmiendas del Grupo Mixto, votamos la 
esta última parte del proyecto de ley. 

número 5 1, del Grupo del PNV. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, seis; en contra, 13. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Votamos la enmienda 52 del PNV. 

Efectuada la votación, fue aprobada por unanimidad. 

El señor PRESIDENTE: Se aprueba por unanimidad. 
Votamos las enmiendas números 72 a 79 y 106 y 107, 

de Minoría Catalana. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, 13. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desest h a d a s .  
Votamos las enmiendas 127 a 132, del CDS. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, 13. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Votamos las enmiendas 102 y 105, de Coalición Po- 

pular. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, siete; en contra, 13. 

El señor PRESIDENTE: Quedan desestimadas. 
Votamos la enmienda « in  voce», por escrito, presenta- 

da por el Grupo Parlamentario Socialista a la disposición 
adicional sexta del proyecto. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 14; abstenciones, seis. 

El señor PRESIDENTE: Queda aceptada. 
Tiene la palabra el scnor Homs. 

El señor HOMS 1 FERRET: Quisiera pedirle votación 
separada de la disposición adicional cuarta. Las rcstan- 
tes, por partc de mi Grupo, se podrían votar conjun- 
tamente. 

El señor PRESIDENTE: Tiene la palabra la señora 
Yabar. 

La señora YABAR STERLING: Pedimos votación sepa- 
rada de la adicional segunda, junto con la cuarta, si no tie- 
ne inconveniente Minoría Catalana. Las demás, podrían 
votarse conjuntamente. 

El señor PRESIDENTE: De acuerdo. 
Procedemos a la votación de la disposición adicional 

segunda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 12; en contra, cinco; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Votamos la disposición adicional cuarta. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 12; en contra, ocho. 

El señor PRESIDENTE: Queda aceptada. 
Votamos el resto de las disposiciones adicionales. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 14; en contra, cuatro: abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aceptadas. 
Respecto a las disposiciones adicionales, dado que la 

primera la hemos desglosado, todas correrán en número, 
aunque las votaciones las hemos referido a lo que venía 
en el informe de la Ponencia. 

Tiene la palabra el señor García Ronda. 

El señor GARCrA RONDA: Señor Presidente ihe de en- 
tender que la disposición adicional séptima, que viene 
traída por la aceptación de la enmienda 52 del Grupo de 
Nacionalistas Vascos, se ha votado ya con todas las dis- 
posiciones adicionales? 

El señor PRESIDENTE: La hemos votado con las dis- 
posiciones adicionales, incluyendo la enmienda 52 acep- 
tada y votada previamente. 

Votamos las disposiciones transitoria, derogatoria y fi- 
nal, de acuerdo con el informe de la Ponencia. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 12; en contra, seis; abstenciones, una. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobadas. 
Votamos el título del proyecto de ley y la exposición de 

motivos a los que no se ha presentado ninguna enmienda. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 12; abstenciones, siete. 

El señor PRESIDENTE: Quedan aprobados. 
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Terminado el debate de este proyecto de ley con com- 
petencia legislativa plena, seguirá su curso en el Senado. 

PROYECTO DE LA LEY ORCANICA POR EL QUE SE 
DA NUEVA REDACCION A LOS ARTICULOS 4.1 Y 7.1 
Y 7.2 DE LA LEY ORCANICA 8/1980, DE 22 DE SEP- 
TIEMBRE, DE FINANCIACION DE LAS COMUNIDA- 
DES AUTONOMAS 

El señor PRESIDENTE: Pasamos al proyecto de ley or- 
gánica por el que se da nueva redacción a los artículos 4.1 
y 7.1 y 7.2 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiem- 
bre, de Financiación de las Comunidades Autónomas. 
Este proyecto de ley orgánica, como consecuencia del 
acuerdo de la Mesa de la Cámara, al que antes hicimos re- 
ferencia, recoge la disposición adicional primera del pro- 
yecto de ley que acabamos de aprobar. Las enmiendas 
mantenidas a este proyecto de ley orgánica por el Grupo 
Mixto, número 46, de Izquierda Unida, y número 24 del 
Partido Liberal, se dan por decaídas. 

Para la defensa de las enmiendas 125 y 126, del CDS, 
tiene la palabra la señora Yabar. 

La señora YABAR STERLING: Estas dos enmiendas 
están formuladas al artículo7.1 de la Ley Orgánica 
8/1980, de 22 de septiembre, de financiación de las Comu- 
nidades Autónomas, cuya redacción nueva se propone. 
Nosotros tratamos de modificarla con alguna de estas dos 
enmiendas, porque son alternativas, aportadas con el fin 
de tener mayores probabilidades para alcanzar el objeti- 
vo de enmendar el texto originario del proyecto de ley. 

En la enmienda 125 proponemos suprimir, en el artícu- 
lo 7.1, cuando dice: Las comunidades autónomas podrán 
establecer tasas por la prestación de servicios o la reali- 
zación de actividades ... Proponemos suprimir a partir del 
término «actividades» el resto del párrafo hasta el final, 
es decir, hasta ((circunstanciasn. Después hay dos letras, 
por lo que quedan eliminadas, lógicamente, que son la a) 
y b) del actual texto, sustituyendo esa redacción por una 
que nos parece más adecuada. 

Proponemos que el artículo 7.1 de la Ley 8/1980, de 22 
de septiembre, de la LOFCA, para entendernos, sea redac- 
tado de la siguiente manera: Las Comunidades Autóno- 
mas podrán establecer tasas por la prestación de servi- 
cios o la realización de actividades en su ámbito territo- 
rial, cuando concurran las circunstancias a las que hace 
referencia el artículo 5 de la presente Ley. 

No era un proyecto de ley independiente, individuali- 
zado, sino que originariamente era la disposición adicio- 
nal primera del proyecto de ley de Tasas y Precios Públi- 
cos. En este momento, la enmienda 125 ha perdido parte 
de su sentido, porque es una ley distinta. En cambio, la 
enmienda 126, que era alternativa a ésta y en el párrafo 
correspondiente era idéntica, pero despues no suprimía 
las letras a) y b), sino que simplemente las redactaba de 
otro modo, permanece en vigor. 

Si S.  S. me lo permite, en este momento retiro, ya que 
es un nuevo proyecto de ley orgánica, la enmienda 125, 

le1 CDS, pero mantengo viva la número 126, práctica- 
nente idéntica, como ahora se verá. 

Proponemos que la LOFCA en su artículo 7.1 diga: ((Las 
:omunidades autónomas podrán establecer tasas por la 
xestación de servicios o la realización de actividades en 
;u ámbito territorial, cuando concurran las siguientes cir- 
:unstanciasn, que son las a), b) y c). 

Puedo aburrir a SS. SS. contándoles nuevamente todo 
lo que mi Grupo considera que deberían ser las circuns- 
tancias por las cuales se dé o no la naturaleza de tasa en 
una determinada exacción de derecho público. Pero la 
verdad es que el argumento de nuevo de que las tasas de- 
ben existir sólo: a) cuando sean de solicitud o recepción 
3bligatoria de los administrados; b) no puedan prestarse 
por el sector privado por ser manifestación del ejercicio 
de autoridad o porque en relación con esos servicios esté 
establecida su reserva exclusiva a favor del sector públi- 
co y c), que en ningún caso ese interés público, que se re- 
clama previamente para la tasa, sea un puro interés fis- 
cal o recaudatorio, como ha sido defendido ya en el ar- 
tículos, es decir, antes del día 14 de diciembre, que 
SS. SS. tienen demasiado vivo en sus oídos, por lo que 
voy a evitar otra vez esa defensa. 

En cambio, me voy a centrar en lo que se pretende real- 
mente cuando se trata de modificar el primer epígrafe, el 
encabezamiento de ese artículo 7.1 en la redacción que 
nos propone el proyecto de ley orgánica. 

En este artículo 7.1, tal como aparece redactado en el 
proyecto, hay una referencia subjetiva muy concreta para 
la exacción y, lo que es más importante aún, el estableci- 
miento de la tasa por parte de la comunidad autónoma. 
Dice que las comunidades autónomas podrán establecer 
tasas cuando afecten o beneficien a los sujetos pasivos. ¿A 
qué sujetos pasivos? Hay un elemento subjetivo y falta el 
elemento objetivo. (Las comunidades autónomas podrán 
establecer tasas sobre cualquier sujeto pasivo? ¿Por qué 
no hay una referencia objetiva? ¿Por qué, independiente- 
mente de que siempre habrá sujetos pasivos, no elimina- 
mos la obviedad de que si se establece una tasa habrá su- 
jetos pasivos y, por tanto, la determinación personal, que 
es verdaderamente difícil en un caso de división territo- 
rial del Estado, sustituyéndolo por una referencia objeti- 
va, que es mucho más clara? Se puede sustituir por: Las 
comunidades autónomas podrán establecer tasas por la 
prestación de servicios o la realización de actividades en 
su ámbito territorial. Eliminemos el sujeto pasivo, por- 
que siempre existirá cuando establezcamos una tasa con 
un ámbito territorial perfectamente delimitado y concre- 
to, que es el único caso en que las comunidades autóno- 
mas, a juicio del CDS, pueden establecer tasas, y ya se de- 
terminará de manera indirecta, automática y ,  por tanto, 
innecesariamente descrita en el artículo correspondiente, 
la existencia de un sujeto pasivo. Hagamos una refcren- 
cia objetiva, eliminemos la referencia subjetiva y sustitu- 
yamos el contenido de las letras a)  y b) por esa nueva re- 
dacción del epígrafe b) que nosotros proponemos y por 
un nuevo epígrafe c) que completa los anteriores. 

El scnor PRESIDENTE: Por Coalición Popular, tiene la 
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palabra el señor Pont para la defensa de su enmienda 101. 

El señor PONT MESTRES: Es aquella enmienda que 
antes me había producido alguna confusión, que S. S .  me 
ha avudado a superar. 

La enmienda 101 propone la supresión de la letra b) del 
artículo 7.1. Las razones de esta supresión han quedado 
expuestas a lo largo de estos debates con motivo del trá- 
mite en Comisión del provecto de ley de Tasas y Precios 
Públicos. 

Ahora nos encontramos con que esto se hace extensivo 
a las comunidades autónomas v que debe ser objeto de 
consideración por partc del Pleno de la Cámara. Para no 
cansar a SS. SS. aquí, no voy a defender a esta enmienda 
más ampliamente; simplemente senalo que la mantengo 
para su defensa en el Pleno. 

El señor PRESIDENTE: Recuerdo a los distintos po- 
nentes que es necesario mantener por escrito las enmicn- 
das para poder ser defendidas en el Pleno. 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra el señor Gar- 
cía Ronda. 

El señor GARCIA RONDA: Simplemente por una ra- 
zón de cortesía, señor Presidente, porque no me parece 
bien terminar el debate sin decir nada a los dos ponentes 
que han intervenido con relación a esta disposición adi- 
cional primera, hoy convertida en proyecto de ley. 

La ponente del CDS, señora Yabar, señala dos aspectos 
fundamentalmente, a mi juicio, que quiere poner de re- 
lieve. Uno de ellos es la supresión, a ser posible, de un con- 
cepto que, sin embargo, está a lo largo de la ley y quc no- 
sotros vamos a mantener, porque no sería coherente la 
aceptación de su enmienda con lo que anteriormente he- 
mos dicho. Es decir, pretende suprimir el aspecto de la 
implicación de intervención en la actuación de los parti- 
culares y dejarlo simplemente a la manifestación del ejer- 
cicio de autoridad o la reserva exclusiva a favor del sec- 
tor público. Nos parece no tanto inadecuada como incom- 
pleta cualquier aceptación de su enmienda en este senti- 
do y, por lo tanto, no la vamos a admitir. 

Respecto a las comunidades autónomas, desea introdu- 
cir el concepto del ámbito territorial. He de recordarle 
que la )imitación de las Comunidades autónomas para 
percibir cualquier exacción viene dada en sus Estatutos 
y,  en eldaso concreto del País Vasco, por la Ley del Con- 
cierto Económico. También coadyuva a esa seguridad la 
propia aceptación que anteriormente hemos hecho, en la 
Ley de Tasas y Precios Públicos, de la enmienda presen- 
tada por el Grupo Nacionalista Vasco, que viene a refe- 
rirse a lo que desde el punto de vista de suplencia de esta 
ley, tiene que tener ese carácter con respecto a la Icgisla- 
ción establecida por las comunidades autónomas. Así lo 
dice la enmienda aceptada ya e incorporado-al texto del 
dictamen de esta Comisión: Será de aplicación supletoria 
respecto de la legislación que establezcan las comunida- 
des autónomas en el ámbito de sus competencias. 

En este sentido quiero tranquilizar a la señora Yabar 

porque aunque no se redacte concretamente como ella 
pide, hablando de su ámbito territorial, no por eso las co- 
munidades autónomas van a poder recaudar doblemen- 
te, por encima del Estado, etcktera, o de una manera 
arbitraria. 

En cuanto a las alegaciones del señor Pont, de nuevo 
vuelvo a decir que así como a él le parece lógico hacerlas 
por una cuestión de fondo y, por tanto, lógico también por 
una cuestión de forma, en coherencia con lo que ha sos- 
tenido a lo largo de la ley, en nuestra caso también tene- 
mos nuestra propia argumentación lógica y pensamos que 
sería incoherente que ahora aceptásemos lo que él viene 
a proponer. Cada uno quedémonos con nuestra argumen- 
tación v seguramente seguiremos debatiendo hasta fuera 
de esta Comisión. 

El setior PRESIDENTE: Para turno de réplica, tiene la 
palabra la señora Yabar. 

La señora YABAR STERLINC: Renuncio al turno de 
réplica, señor Presidente. 

El señor PRESIDENTE: Muchas gracias, señora Yabar. 
Tiene la palabra el señor Pont. 

El señor PONT MESTRES: Muchas gracias, por dar- 
me la oportunidad de intervenir nuevamente, aunque en 
:Sta ocasión voy a renunciar a hacer uso de la palabra, 
puesto que no hay nada que añadir a cuanto he dicho an- 
teriormente en relación a la intervención del ponente 
socia I i sta . 

El señor PRESIDENTE: De nuevo tiene la palabra el 
jeñor Garcia Ronda. 

El señor GARCIA RONDA: Simplemente la tomo para 
-enunciar a continuar con ella. 

El señor PRESIDENTE: Pasamos a las votaciones. 
En primer lugar, votamos la enmienda número 126, del 

Srupo del CDS, una vez que la 125 ha sido retirada. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
:os a favor, cuatro; en contra, 14; abstenciones, dos. 

El señor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Votamos la enmienda número 101, de Coalición Po- 

d a r .  

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
os a favor, cuatro; en contra, 14; abstenciones, dos. 

El senor PRESIDENTE: Queda desestimada. 
Votamos a continuación el texto del proyecto de ley, en 

,us artículos 1 : y 2:’, de  acuerdo con el informe de la Po- 
iencia y el debate que se acaba de realizar. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
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tos a favor, 14, en contra, cuatro; abstenciones, dos. 

El seiíor PRESIDENTE: Quedan aprobados los dos ar- 
tículos de este nuevo proyecto de ley orgánica. 

El señor CARCIA RONDA: Señor Presidente, le señalo 
que exite una disposición final en esta ley. 

El señor PRESIDENTE: Votamos la disposición final, 
sobre la entrada en vigor de esta ley. 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos a favor, 16; abstenciones, cinco. 

El señor PRESIDENTE: Queda aprobada. 
Terminado el debate de este proyecto, continuará su 

tramitación en el Pleno de la Cámara, según está previsto 
en el orden del día, el jueves próximo. 

Muchas gracias y se levanta la sesión. 

Eran las doce y cuarenta y cinco minutos de la mañana. 
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